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La legislación colombiana ha tratado de especializarse en cada materia, buscando 
que quienes ejerzan su derecho de acción, encuentren una manera efectiva de 
lograr sus pretensiones y sacarlas abantes dentro de un proceso determinado, de 
la misma manera procurando que la defensa de quien resulte demandado se 
circunscriba a debatir un criterio particular, de acuerdo a la destinación de cada 
una de las acciones.  
 
Es así como en la actualidad se ha establecido la posibilidad de incluir como 
pretensión en la acción popular la nulidad de los contratos estatales en el evento 
en que sean éstos la causa que origina la vulneración o amenaza de los intereses 
y derechos colectivos, concretamente en lo tocante con el derecho colectivo a la 
moralidad administrativa, existiendo al respecto teorías judiciales restrictivas y 
garantistas en el Consejo de Estado. 
 
PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 
 
En la jurisprudencia introducida por los jueces administrativos viene suscitando en 
los sectores académicos y en el ejercicio práctico del derecho, algunas 
inquietudes hermenéuticas que han ampliado el panorama y ámbito de aplicación 
de las acciones populares que se surten ante la jurisdicción contenciosa 
administrativa, la cual busca la protección de los derechos e intereses colectivos, 
que ya han permitido descubrir teorías como la nulidad de los contratos estatales e 
incluso de los actos administrativos por medio de esta acción.  
 
Es así que en el seno del Consejo de Estado diferentes teorías se han abordado al 
respecto sobre la posibilidad o no de establecer como pretensión de una acción 
popular la nulidad de un contrato estatal, pese a existir acciones propias para 
lograr tal objetivo, siendo necesario determinar los matices de esta teoría en la 
 jurisprudencia dentro de los años 2008 a 2012. Por ello la presente investigación 
tiende a realizar una exposición doctrinaria y jurisprudencial que permita definir 
con claridad entorno a la normatividad vigente el planteamiento unificado de la 
procedencia de las acciones populares para la declaratoria de nulidad de actos 
administrativos y contratos estatales. 
 
Formulación del Problema de Investigación  
 
¿Es procedente la acción popular para declarar la nulidad de un contrato estatal 
de conformidad con las sentencias del Consejo de Estado dentro de los años 2008 
a 2012? 
 
Sistematización del problema del Investigación 
 
¿Qué son las acciones populares en Colombia y sus principales características? 
 
¿Cuáles son las acciones tendientes a declarar la nulidad de los contratos 
estatales y su efectividad? 
 
¿Es procedente declarar la nulidad de los contratos estatales por medio de la 




 Del análisis de la jurisprudencia proferida por el Consejo de Estado la acción 
popular no es procedente para la anulación de contratos los estatales en 
Colombia. 
 
 Otras vertientes jurisprudenciales de esta corporación considera que la acción 
popular procede para la anulación de los contratos estatales en Colombia.  
 JUSTIFICACIÓN 
 
Desde hace algunos años, la jurisprudencia introducida por los jueces 
administrativos viene suscitando en los sectores académicos y en el ejercicio 
práctico del derecho, algunas inquietudes hermenéuticas que han ampliado el 
panorama y ámbito de aplicación de las acciones populares que se surten ante la 
jurisdicción contenciosa administrativa y cuya teleología constitucional es buscar  
la protección de los derechos e intereses colectivos. 
 
Es así que en el seno del Consejo de Estado específicamente diferentes teorías 
se han abordado al respecto sobre la posibilidad o no de establecer como 
pretensión de una acción popular la nulidad de un contrato estatal, pese a existir 
acciones propias para lograr tal objetivo como las controversias contractuales. 
 
Por ello el presente trabajo de investigación tiende a realizar una exposición 
doctrinaria y jurisprudencial que permita definir con claridad entorno a la 
normatividad vigente el planteamiento unificado de la procedencia de las acciones 
populares para la declaratoria de nulidad de contratos estatales, y cuales han de 
ser los fundamentos de esta acción, vinculada con la protección de los derechos 
colectivos, mostrándose allí su importancia pues las acciones constitucionales en 
la actualidad han tomado gran relevancia respecto de otras acciones ordinarias.  
 
Atendiendo a lo descrito con anterioridad se realizó una investigación teniendo en 




Determinar la procedencia de la acción popular para declarar la nulidad de un 
contrato estatal de conformidad con las sentencias del Consejo de Estado dentro 
de los años 2008 a 2012. 
 Objetivos Específicos  
 
 Establecer los alcances de las acciones populares en Colombia y sus 
principales características 
 
 Analizar las acciones tendientes a declarar la nulidad de los contratos 
estatales y su efectividad. 
 
 Prescribir la procedencia de la declaración de nulidad de los contratos 
estatales por medio de la acción popular para la protección de derechos e 
intereses colectivos.  
 
Para el desarrollo de los objetivos anteriores se tuvo en cuenta la siguiente 
estrategia metodológica: 
 
TIPO DE INVESTIGACIÓN 
 
Investigación exploratoria: Se pretende determinar cuáles son los fundamentos o 
criterios de los jueces contenciosos administrativos para pretender mediante la 
acción popular la declaratoria de nulidad de los contratos estatales y que se ha 
dicho sobre ese particular en la jurisprudencia del Consejo de Estado.  
 
MÉTODO DE INVESTIGACIÓN 
 
CUALITATIVA: Esta investigación pretende analizar la jurisprudencia del Consejo 
de Estado y su aplicación en los juzgados administrativos de la declaración de 
nulidad de los contratos estatales a través de las acciones populares. 
 
Análisis y síntesis: La presente investigación parte de las doctrinas convergentes 
sobre la procedencia de la acción popular para la protección de los derechos 
 colectivos aterrizando las mismas en la procedencia de ésta acción para la 
declaratoria de nulidad de los contratos estatales.  
 
FUENTES Y TÉCNICAS DE RECOLECCIÓN DE INFORMACIÓN 
 
Información Secundaria: Se tiene como base para esta investigación las teorías 
esbozadas por los doctrinantes y en especial la jurisprudencia emanada del 




Una vez analizada la jurisprudencia del Consejo de Estado en los años 2008 al 
2012, se encontró que la acción popular no es el mecanismo procedente para la 
anulación de los contratos Estatales, pues a pesar de encontrarse en muchas 
ocasiones en el transcursos de estos la vulneración a los derechos colectivos 
fijados por la ley 472 de 1998, se puede buscar la protección a estos derechos 
más no la anulación del contrato estatal toda vez que existe una acción o medio 
idóneo para ellos el cual es el de controversias contractuales. Todo lo anterior 
después de diferentes pronunciamientos del Consejo de Estado, donde en el 
trascurso de los años tuvo una evolución conceptual acerca de esta situación 










 1. MARCO REFERENCIAL 
 
1.1 ESTADO DEL ARTE O ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN  
 
En materia de acciones populares como mecanismo para anular contratos 
estatales se destacan los aportes realizados por el profesor Guillermo Sánchez 
Luque1 quien en la Revista Jurídica No. 4 del Instituto de Investigaciones Jurídicas 
de la Universidad Autónoma de México – UNAM -2, analizó la jurisprudencia 
proferida por el Consejo de Estado acerca de la procedencia de la acción popular 
para anular contratos estatales y expresó que “la sola posibilidad de que la acción 
contractual llegue a contradecir lo establecido argumentativa y probatoriamente en 
este proceso, hace pensar en la inutilidad de adelantar un proceso en ejercicio de 
la acción popular, si sus conclusiones no producirán efectos definitivos, como 
debe ser lo ideal, cada vez que se despliega el ejercicio de la función judicial”. 
 
Así mismo es menester hacer alusión a los comentarios sobre el tema que 
realizaron los abogados Jorge Padilla Sundhein3 y Jean Paul Vásquez Gómez, 
quienes en el artículo denominado “La Nulidad de los contratos Estatales en las 
acciones populares - Un estudio doctrinal a la teorética jurisprudencial del consejo 
de Estado colombiano”, hicieron un estudio minucioso acerca de las dos teorías 
(restrictiva y garantista) acerca de la nulidad de un contrato estatal a través de una 
acción popular, y arribaron a la conclusión que “a pesar de existir una legitimación 
universal, para efectos de ejercitar la acción popular y solicitar la nulidad de alguna 
actividad contractual, presuntamente vulneradora de algún bien jurídico colectivo, 
no puede entenderse, por regla general, que tal calidad de ejercicio pueda 
significar el reconocimiento de alguna situación jurídica individualizada, pues en el 
                                           
1
 SÁNCHEZ LUQUE, Guillermo. Revista Jurídica No. 4 del Instituto de Investigaciones Jurídicas de 
la Universidad Autónoma de México. 2007 
2
 Ver página web: www.juridicas.unam.mx 
3
 PADILLA SUNDHEIN, Jorge. VÁSQUEZ GÓMEZ, Jean Paul La Nulidad de los contratos 
Estatales en las acciones populares - Un estudio doctrinal a la teorética jurisprudencial del consejo 
de Estado colombiano. Leyer. 2008 
 evento de pretenderse derechos de orden subjetivo, la acción idónea es la 
contractual o de nulidad y restablecimiento del derecho, en los términos así 
previstos en el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo Colombiano. Y 
únicamente en forma excepcional, puede predicarse un carácter resarcitorio al 
tenor del artículo 34 de la Ley 472 de 1.998, cuando quiera que se haya causado 
daño a un derecho o interés colectivo a favor de la entidad pública no culpable que 
los tenga a su cargo”. 
 
Finalmente, se resaltan algunos aportes de tratadistas del derecho público quienes 
dedican capítulos especiales o parte de éstos al análisis histórico y jurídico del 
concepto de acción popular como mecanismo para nulitar contratos estatales, 
tales como Ernesto Matallana Camacho, en su artículo titulado “Acción popular de 
moralidad administrativa” y Alier Eduardo Hernández Enríquez, en su artículo “Las 
Acciones Populares Y La Validez De Los Contratos Estatales”. 
 
1.2 MARCO HISTORICO 
 
Estudiando la evolución de las acciones populares se pudo manifestar su origen 
en el derecho inglés y en el derecho romano; siendo el derecho ingles 
específicamente en las “equity courts” (equidad y prevalencia sobre las leyes y 
formalidades); de otro lado el derecho romano del cual surgen las acciones 
populares hoy encontradas en el ordenamiento. 
 
 ANTECEDENTES EN EL DERECHO ROMANO 
 
Siendo uno de los sistemas jurídicos más avanzados en la antigüedad para el 
derecho romano existía una figura colectiva ideal en la cual los poderes estaban 
en manos del pueblo “populus romanus” siendo su titular y órgano ejecutivo el rey. 
El populus significaba el sujeto activo de acciones e interdictos de interés común, 
pues era más que un número plural de personas en la que se precisó tres 
 elementos tales como: “1.la multitud de las personas. 2. Reunidas por un 
consenso jurídico. 3. Para lograr una utilidad superior”4. El populus adquiría una 
posición de sujeto de derecho público en defensa y bienestar de algunos derechos 
privados da gran importancia para la comunidad o pueblo romano, como los 
derechos de los incapaces o la libertad de los ciudadanos, así mismo estaba en 
defensa del interés general o del bien común. 
 
El populus se constituyó un elemento indispensable en el desarrollo del derecho 
romano pues a través de la acción popular todo ciudadano que se sentía 
perjudicado por un daño causado podía impetrar tal medio para proteger el 
derecho colectivo lesionado y el bien común que a él le perjudicaba directamente. 
 
 LA RES PÚBLICA 
 
En el derecho romano la res publicae (cosas públicas) las cuales se encontraban 
en cabeza del populus se puede dividir en dos clases: “Res publicae usi 
destinatae”. La cual se encontraba fuera de comercio, ejemplo: Vías públicas, los 
puentes, las plazas, los teatros entre otros; otra clase era la “res in pecunia” o “in 
patrimonio populi” las cuales eran susceptibles de comercio ya que los particulares 
podían adquirir dichas cosas mediante negocio con el estado; todo lo anterior era 
susceptible de protección por medio de las acciones populares una vez el 
ciudadano le fuera amenazado o vulnerado dichos bienes. 
 
 ACCIONES POPULARES EN ROMA 
 
En el derecho romano existían dos clases o acciones de carácter popular, el cual 
era los interdictos populares y las acciones populares, siendo los interdictos la 
acción popular más antigua pero que a pesar de ser dos instituciones jurídicas 
                                           
4
 SARMIENTO PALACIO, Germán. Las acciones populares en el derecho privado Colombiano. 
Colección bibliográfica Banco de la Republica. 1988. Pág. 17 
 diferentes tenían el mismo fin. De un lado el interdicto popular procuraba la 
defensa del interés particular a través del restablecimiento del interés común 
vulnerado, en cambio las acciones populares buscaban que se causara una multa 
o indemnización adicional en contra del estado o del posible actor del perjuicio. 
 
Los interdictos populares permitía la protección del uso de los lagos, lagunas, 
estanques públicos,  acueductos  y evitaba obras ilícitas en las cloacas públicas 
(alcantarillas, sumidores, desagües, vertederos); eran acciones destinadas a la 
protección ecológica y de intereses colectivos. 
 
Las acciones populares también llamadas actio publica era el medio por el cual 
cualquier ciudadano podía exigir el pago de una pena pecuniaria al demandante 
más no al estado por aquel hecho dañoso para el interés público, dicho de otra 
manera la acción popular fuera de tener un fin público se utilizaba para defender el 
interés particular y propio toda vez que el ejercicio de esta establecía para el actor 
una recompensa o sanción pecuniaria a su favor. 
 
El efecto de cosa juzgada de estas acciones tenía un carácter erga omnes lo cual 
ninguna otra persona podía instaurar dicha acción o interdicto bajo los mismos 
hechos. 
 
Las acciones5 se clasificaban en: 1. La actio deefussis et deciectis instaurada para 
garantizar la seguridad de las calles, pues esta acción iba en contra de quienes 
derramaban o arrojaban líquidos o solidos causando daño a las cosas. (Similitud 
literal g artículo 4 de la ley 472 de 1998). 2. La actio de possetis et suspensis 
dirigida en contra de aquellas personas que colgaban objetos fuera de las casas 
habitadas y de las cuales podría ocasionar un daño al caer a la vía pública o a los 
ciudadanos, esta acción no buscaba la reparación del daño si no suspender la 
amenaza del posible daño (similitud artículo 2355 del Código Civil Colombiano) 3. 
                                           
5
 Ibíd., p. 17  
 La actio edilica de fieris acción que tenía como fin prohibir la tenencia de animales 
peligrosos en sitios públicos para garantizar la seguridad y tranquilidad de los 
ciudadanos (También mencionada en el código civil colombiano artículo 2354). 
 
Es de resaltar la titularidad de la acción popular la cual no era otorgada a los 
menores de edad, ni a quienes padecían enfermedades mentales, ni a las mujeres 
así mismo carecían de titularidad de la acción aquellas personas que habían sido 
condenadas civilmente por mala fe, o por condenas criminales, al igual que faltas 
que atentaran a la moral, también se hizo extensiva a los comediantes o 
gladiadores. Cuando la titularidad de esta acción era impetrada simultáneamente 
por varios ciudadanos, se escogía como vocero o actor a la persona que hubiere 
recibido mayor daño y si desistiere varias personas al cual era imposible imputarle 
un mayor daño se le concedía al más sabio y respetado por la comunidad. 
 
 ANTECEDENTES EN COLOMBIA DE LAS ACCIONES POPULARES 
 
“Es fundamental tener presente la antigüedad de la figura de las Acciones 
Populares. Estas no se inician en Colombia con la ley 472 de 1998, sino que su 
origen se remonta a la expedición del Código Civil Colombiano de 1887, cuando 
Don Andrés Bello, basado en las instituciones romanas, redacta los artículos 1005 
y 2359 del estatuto en mención. Igualmente, en otras normas se encuentran 
consagradas otras acciones populares, como las establecidas en la ley 9 de 198, 
decreto 2303 de 1989, ley 99 de 1993, entre otras. 
 
Resulta interesante el análisis de varios tratadista del Derecho Romano que 
sostienen la génesis de las Acciones Populares desde los comienzo del mismo. Es 
así como el romanista español Enrique Lozano y Corbi comenta en alguno de sus 
textos: “fue una de las instituciones procesales más típicamente romanas y que tal 
 como allí se vio, no se ha vuelto a repetir en la historia del derecho universal”6. 
 
En Roma se consolidó fuertemente la idea de comunidad y la protección del 
interés público, por lo cual surgieron conceptos como los de Populis y Res Publica, 
los cuales implicaban la búsqueda de una utilidad superior y el bien de toda la 
comunidad reunida por un mismo interés. El término Populus hace referencia al 
conglomerado social organizado jurídicamente y la Res Publica abarca el 
concepto de populus y los bienes propios de éste. La importancia de nociones 
como éstas  para la estructura romana denota la preocupación por lo público y 
como consecuencia de este surgen figuras como las Acciones Populares, que 
pretendían la defensa y el restablecimiento del bien común. El ciudadano romano 
cumplía una función importante dentro del populis, en virtud de la cual tenía el 
deber de proteger el interés público además de su propio interés. Esto lo hacía por 
medio de diferentes mecanismos como las acciones y los interdictos populares.  
 
Germán Sarmiento Palacios define las Acciones Populares de la siguientes 
manera: “son aquellas que se utilizaban para defender el interés general o público, 
en las cuales el actor también defendía un interés particular y propio, como 
miembro de la comunidad a la que pertenecía, buscando además mediante su 
ejercicio una ventaja económica”7. 
 
Dentro de esta definición se pueden destacar varios elementos. Uno de ellos es la 
“recompensa”, que implicaba un aliciente para quien instauraba tal acción, ya que 
los ciudadanos, sin ningún estímulo, no la intentarían. Otro elemento fundamental 
consiste en que la legitimación para interponer la acción estaba en cabeza de todo 
ciudadano que gozara de capacidad, lo cual facilitaba el ejercicio de la misma para 
todo aquel que poseyera un interés en ello, público o privado. Otra característica 
                                           
6
 LOZANO Y CORBI, Enrique. La legitimación Popular en el Proceso Romano Clásico. Bosch, 
Casa Editorial S.A, 1982. 
7
 SARMIENTO PALACIO. Óp. Cit.,p.18 
 importante de las Acciones Populares Romanas es que sus efectos eran erga 
omnes, por tanto, favorecían o perjudicaban a todos los ciudadanos. 
 
Todos estos elementos y características formados en el Derecho Romano, son los 
antecedentes normativos de esta figura en Colombia y por este motivo se encontró 
en los dos ordenamientos similitudes en la estructura y alcances de esta 
institución. A pesar de esto, se generaron inquietudes para los estudiosos del 
tema debido a que en Colombia este figura, que tuvo gran aplicación en el 
Derecho Romano, fue relegada y fueron olvidados los artículos del Código Civil 
que la consagraban. Así lo afirmó Sarmiento Palacio: “los ciudadanos se han 
resignado con actitud mendicante a buscar la tutela de sus derechos de parte del 
Gobierno. Su presencia delante de la justicia es cada vez más rara. Los conductos 
de acceso son difíciles, costosos, e inadecuados para hacer frente a los agravios  
y daños colectivos. Los mecanismos no son amplios ni democráticos y los que 
existen quedaron inexplicadamente en el olvido; tal como ocurre con las Acciones 
Populares. 
 
ARTÍCULOS 1005 Y 2359 DEL CÓDIGO CIVIL 
 
En el Código Civil, se encuentran dos artículos que constituyen el origen normativo 
de las Acciones Populares en Colombia ellos son el 1005 y el 2359. El primero se 
refiere a la Acción Popular a favor de los bienes de uso público y el segundo a la 
Acción Popular del daño contingente.  
 
Es de aclarar que estos dos no son los únicos artículos que atañen a este tema, 
pues existen otros artículos que podrían de alguna forma conllevar Acciones 
Populares; es el caso de los artículo 91, 2355, 992, 994 y otros que desarrollan los 
artículos principales (1005 y 2359) del Código Civil.  
 
Por su parte, el artículo 1005 consagra: “La municipalidad y cualquier persona del 
 pueblo tendrá a favor de los caminos, plazas u otros lugares de uso público, y para 
la seguridad de los que transitan por ellos, los derechos concedidos a los dueños 
de heredades o edificios privados. Y siempre que a consecuencia de una Acción 
Popular haya de demolerse o enmendarse una construcción o de resarcirse un 
daño sufrido, se recompensará al actor, a costa del querellado, como una suma 
que no baje de la décima, ni exceda de la tercera parte de lo que cueste la 
demolición o enmienda, o el resarcimiento del daño; sin perjuicio de que si se 
castiga el delito o negligencia con una pena pecuniaria, se adjudique al actor la 
mitad”. 
 
Del texto de ese artículo se desprende que esta Acción Popular está adjudicada a 
cualquier persona del pueblo o la municipalidad, lo cual denota el carácter popular 
de la misma. Esta acción puede dirigirse contra cualquier persona que case un 
daño al bien de uso público. Por tanto, su finalidad es la defensa de los bienes de 
uso público y de los usuarios de los mismos. Los bienes de uso público son 
aquellos que están al servicio de la comunidad en general; el Código Civil, a pesar 
de su tendencia individualista, consagró el derecho de los ciudadanos de 
protegerlos y por tanto cada una de las personas que la conforman están 
legitimadas para  interponer esta acción.  
 
Son ejemplos de bienes de uso público las calles, parque, ríos, mares e inclusive 
el medio ambiente, por lo cual esta acción podría ser utilizada para proteger todos 
estos elementos de tanta importancia para la vida actual. 
 
Otra característica esencial de la acción consagrada en este artículo, es la 
recompensa otorgada a aquel que interpone la acción como un incentivo para la 
protección del bien común, sin la cual posiblemente ningún ciudadano estaría 
dispuesto a impetrarla. Del artículo también se colige que el actor tendrá las 
acciones que tienen los dueños para proteger sus propiedades, es decir, las 
acciones reales y posesorias.  
 Esta Acción Popular se encuentra en el título XVI del libro Segundo del Código 
Civil, que hace referencia a las acciones posesorias especiales y por lo tanto se 
tramitaba como un proceso abreviado. Como lo establece el artículo 408 del 
Código de Procedimiento Civil. Incluso, este proceso admitía la posibilidad de 
solicitar medidas cautelares para la protección de los mencionados bienes de uso 
público. 
 
Dado todos estos elementos, es incompresible la poca utilización que se le dio a 
este mecanismo, que hubiese podido ser desde la expedición del Código Civil un 
instrumento protector de los derechos colectivos, olvidados hasta hace poco por la 
cultura. Por tanto, se compartió la opinión de Germán Sarmiento palacio cuando 
asegura: “Es razonable pensar que una adecuada difusión de la figura procesal y 
el correcto entendimiento de los jueces y particulares sobre su alcance y uso 
podrían, al igual de los que sucedió en los Estados Unidos, convertirla en un 
recurso procesal importantísimo al servicio del bienestar colectivo, de la 
conservación de los lugares públicos, del medio ambiente, de las áreas de uso 
público y en general de los elementos básicos que configuran el hábitat  y la 
calidad de vida de los pueblos. 
 
El artículo 2359, por su parte, consagra otro tipo de Acción Popular, conocida 
como Acción Popular de daño contingente. El artículo reza así: “Por regla general 
se concede acción en todos los casos de daño contingente, que por imprudencia o 
negligencia del alguno amenace a personas indeterminadas; pero si el daño 
amenazare solamente a persona determinadas, solo algina de éstas podrá intentar 
la acción”. 
 
Como se mencionó en el acápite anterior, el Derecho Romano es el gestor de esa 
figura, tal como lo afirma Tamayo Jaramillo: “Ya en el Derecho Romano existía la 
Acción Popular de acuerdo con el cual todo ciudadano tenía derecho para 
demandar que se tomaran medidas tendientes a conjurar la amenaza de un daño 
 que pidiera afectar a toda la comunidad”8. 
 
El objetivo de esta acción es entonces proteger a personas indeterminadas de un 
eventual daño causado por la imprudencia o negligencia de otra persona. 
 
En esta acción se pueden identificar diferentes elementos: 
 
El primero consiste en que cualquier persona está legitimada para ejercerla, en la 
medida en que esta acción está otorgada a personas indeterminadas; 
mostrándose el elemento popular y su finalidad misma, que es proteger el interés 
general.  
 
Un segundo elemento consiste en que es indispensable que se trata de una 
amenaza de daño, ya que es de la esencia de esta acción ser preventiva. Esto 
marca la diferencia principal con la acción el artículo 1005, en donde el daño debe 
haberse realizado para poder invocarla.  
 
El tercer elemento se refiere a la necesidad de que exista una relación de 
causalidad entre el hecho ilícito y el daño contingente, pues el artículo 2359 habla 
de imprudencia o negligencia por parte de la persona que genera la amenaza de 
daño. 
 
Y un cuarto elemento es que si la amenaza se dirige sólo contra personas 
determinadas, la legitimidad por activa se limitaría a estas.  
 
Desde el punto de vista procesal esta acción no estaba reglamentada de manera 
específica, por lo cual debía someterse al trámite ordinario, de acuerdo con el 
artículo 396 del Código de Procedimiento Civil. Esto resultaba insólito teniendo en 
cuenta su carácter preventivo y no podría cumplir su finalidad estando sometido a 
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 este tipo de proceso. Algunos autores, como Álvaro Pérez Vives, consideraban 
que el trámite adecuado para esta acción seria el proceso abreviado teniendo en 
cuenta su naturaleza y finalidad9. Lo anterior posteriormente se modificó con la 
entrada en vigencia del Código de Procedimiento Civil de 1970, el cual estableció 
que el trámite seria el del proceso verbal sumario tal como se verá más adelante.  
 
Al igual de lo que ocurre con la Acción Popular para protección de bienes de uso 
público, esta acción de daño contingente pudo haber sido de gran servicio para la 
protección de derecho colectivo como el medio ambiente, inclusive desempeñando 
una mejor función, puesto que se evitaría la causación del daño. Al respecto 
afirmaba Tamayo Jaramillo: ”Esta norma, que ha pasado prácticamente 
inadvertida en el ordenamiento jurídico, tiene como dimensión insospechada en 
cuento tenga que ver con daños producidos por contaminación ambiental y por 
riego nuclear; es así como los diferentes grupos de presión, en muchos países 
luchan por instaurar la institución de la Acción Popular, pues solo de esa forma se 
podrán eliminar los problemas que presentan la exigencia según la cual solo la 
victima está legitimada para demandar en responsabilidad Civil.”10…”11. 
 
 ANTECEDENTES EN EL DERECHO COLOMBIANO 
 
El Derecho ha tendido a entregar a los entes públicos, especialmente a los 
administrativos, los instrumentos de defensa del interés público, poniéndolos de 
manera general en manos del Ministerio Público o de manera especializada en 
manos de las entidades ejecutivas. Desde tiempos inmemoriales, la ley, sin 
perjuicio de la competencia que tienen las agencias del Estado, creó la figura de 
las acciones populares, para confiar también en el particular la protección del 
interés público. 
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 Contrario a lo que se piensa no es una figura procesal extraña ni ajena a las 
instituciones jurídicas colombianas, aun cuando a través de los años haya pasado 
inexplicablemente inadvertida para comentaristas connotados, profesores 
consagrados y aún para los más hábiles y recursivos litigantes. 
 
Como se ha anotado anteriormente, las acciones populares tienen un largo 
pasado en la historia jurídica de la humanidad. Concretamente en Colombia, las 
acciones populares inician su periplo con la expedición del Código Civil de don 
Andrés Bello. Allí se hallaron varios artículos en los que se consagran acciones 
judiciales que pueden ser ejercidas por una persona en beneficio de la colectividad 
algunas de estas acciones guardan gran similitud con las antiguas acciones 
populares romanas. También con las acciones consagradas en la ley 9 de 1989 y 
el decreto 2303 de 1989, a los que más adelante se refieren. 
 
 CÓDIGO CIVIL 
 
La regulación sobre acciones populares del Código Civil es eminentemente 
casuística y demanda la utilización de una hermenéutica que comprenda el uso de 
la terminología de la época en la cual se expidió el Código y además el 
conocimiento del derecho romano, ya que éste sirvió de base a don Andrés Bello 
para la elaboración de los códigos civiles de Chile y Colombia. En efecto, el 
Código Civil, contiene diferentes clases de acciones populares. Su protección 
abarca numerosos bienes jurídicos, a través de ellas se puede lograr el resguardo 
del concebido y no nacido, la remodelación o reubicación y aseguramiento de 
objetos que pueden ofrecer peligro a los transeúntes, la corrección de 
construcciones mal arraigadas, la descontaminación del medio ambiente y la 
prevención de daños en general. 
 
A continuación se analizaron las principales acciones populares que aparecen en 
el Código Civil: La acción popular para la protección de bienes de uso público y la 
 acción popular de daño contingente. 
 
1.3 ACCIÓN POPULAR A FAVOR DE BIENES DE USO PÚBLICO Y DE LOS 
USUARIOS (ARTICULO 1005 C. C.) 
 
La acción popular consagrada en al artículo 1005 del Código Civil, guarda gran 
similitud con los antiguos interdictos romanos que defendían la “res sacrae” y la 
“res publica”. Su texto señala: 
 
“La municipalidad y cualquiera persona del pueblo tendrá a favor de los caminos, 
plazas u otros lugares de uso público, y para la seguridad de los que transitan por 
ellos, los derechos concedidos a los dueños de heredades o edificios privados. 
 
Y siempre que a consecuencia de una acción popular haya de demolerse o 
enmendarse una construcción, o de resarcirse un daño sufrido, se recompensara 
el actor, a costa del querellado, con una suma que no baje de la décima, ni exceda 
de la tercera parte de lo que cueste la demolición o enmienda, o el resarcimiento 
del daño; sin perjuicio de que si se castiga el delito o negligencia con una pena 
pecuniaria, se adjudique al actor la mitad”. 
 
Para entender el propósito de esta acción es preciso analizar la naturaleza de los 
bienes de uso público. La titularidad de estos bienes está consagrada a las 
personas de derecho público; están destinados al uso común de todos los 
habitantes de la Nación y en tal calidad están fuera del comercio; no son 
susceptibles de apropiación, son inajenables e imprescriptibles y no pueden ser 
objeto de declaraciones de voluntad unilaterales o bilaterales. 
 
La naturaleza pública de esta clase de bienes no tiene como único punto de 
partida la ley. En ocasiones es la esencia misma del bien la que determina su 
carácter público. Este es el caso de los caminos, plazas avenidas. Sobre ellos 
 existe un derecho de dominio cuyo “ius utendi” está al servicio de los particulares. 
Consecuencia de la naturaleza pública de estos bienes es la imposibilidad de ser 
enajenados o adquiridos por prescripción. 
 
En todo caso, si bien los bienes públicos no tienen como titular del derecho de 
dominio a una o a varias personas naturales, ello no impide, que los particulares 
velen por su adecuado mantenimiento. En efecto, el Consejo de Estado ha 
expresado que: “el hecho de que los caminos sean de uso público, no puede 
vedarle a un particular la realización de actividades de conservación, arreglo y 
mejoramiento de los mismos”12 es por este motivo que, las diferentes legislaciones 
otorgan medios jurídicos como las acciones populares, para que los ciudadanos 
puedan ejercer el derecho de proteger los bienes públicos que están al servicio de 
la colectividad. 
 
De otro lado el artículo 1005 del C. C. señala como fin de la acción popular a favor 
de los bienes de uso público, la garantía de la seguridad de estos. 
 
Sin embargo el objeto de esta, abarca otra serie de intereses, pues la finalidad de 
un bien público es prestar un servicio a la comunidad y por consiguiente no sólo 
debe ser seguro, también debe estar al alcance de la comunidad y por lo tanto 
debe garantizarse además el uso del bien de acuerdo con su naturaleza y por 
ende debe protegérsele de cualquier acto lesivo que afecte su integridad y 
finalidad cual es la de servir a todos. A este propósito el maestro Germán 
Sarmiento Palacio cita dentro de su análisis un caso suscitado en la jurisprudencia 
chilena: 
 
“La tesis fue defendida por un juzgado de primera instancia en Chile; a raíz de una 
querella que estableció un particular contra otro que había construido un canal 
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 sobre un camino público, reduciendo su dimensión y privándolo a la vez de 
algunas aguas. El juzgado descansó en la tesis de que la acción popular es “para 
asegurar el tránsito de los caminos, plazas u otros lugares públicos”, y que en el 
proceso no se había establecido que mediante la construcción del canal se 
comprometía la seguridad de los que transitaban por el camino. La Corte de 
Apelaciones de Santiago en sentencia del 23 de noviembre de 1926, revocó la 
decisión apelada. Al referirse a la acción popular señaló que puede deducirla 
cualquier persona del pueblo a favor de los caminos, para la seguridad de los que 
transitan por ella y naturalmente para evitar que se construyan en ellos obras que 
perjudiquen su cabida, pavimento y demás condiciones necesarias para la 
comodidad del tránsito y conservación del suelo. 
 
Si el espíritu de la norma fuera proteger únicamente la seguridad de los caminos, 
hubiera restringido su uso limitando la acción a este único fin. En conclusión, el 
objeto de la acción del artículo 1005 es la defensa de los bienes de uso público y 
la de quienes se sirven de ellos”13. 
 
En cuanto a la titularidad de la acción, el texto del artículo 1005 establece como 
legitimados para interponerla, a la municipalidad o cualquier habitante del pueblo. 
 
De acuerdo con la Constitución Política de Colombia, el municipio es la entidad 
fundamental de la división político-administrativa del Estado a quien corresponde 
entre otras funciones, promover la participación comunitaria, el mejoramiento 
social y cultural de sus habitantes. A su turno, el diccionario14
 
indica que un pueblo 
es un conjunto de personas de un lugar que forman una comunidad. Se deduce de 
lo anterior, que el pueblo carece de reconocimiento como ente geopolítico. Sin 
embargo el pueblo y el municipio comparten algunas características, siendo la 
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 principal de ellas la de ser un conglomerado de personas con intereses comunes. 
 
El hecho de que el artículo otorgue la titularidad de la acción a la municipalidad o a 
cualquier habitante del pueblo, es lo que determina la naturaleza colectiva de la 
acción. Ahora bien profundizando en la redacción del artículo se advierte que el 
Código Civil no se limitó a señalar la posibilidad de que una persona tomara la 
vocería de unos cuantos en defensa de los bienes de uso público, fue más allá, ya 
que circunscribió la probabilidad de interponer la acción popular a quienes formen 
parte de la municipalidad o de la población del lugar. Esto es apenas lógico 
teniendo en cuenta que el fin de la acción es lograr la protección de bienes de uso 
público, pues nadie mejor que el directo afectado para liderar la acción popular 
encaminada a proteger los bienes de uso público afectados. 
 
De otra parte, de la lectura del artículo 1005 se desprende que no existe limitación 
alguna en cuanto a la persona contra quien se dirija la acción popular. El segundo 
inciso de la norma, simplemente se refiere al “querellado“, sin establecer ninguna 
limitación o requerimiento. 
 
A pesar de la claridad de la disposición, se ha presentado controversia con la 
posibilidad de que la acción popular del artículo 1005 se dirija en contra de La 
Nación, con la finalidad de que vele por la seguridad, conservación o reparación 
de los bienes de uso público. La obra del profesor Sarmiento Palacio, transcribe la 
posición de la Corte Suprema de Justicia colombiana, al igual que los 
planteamientos de la doctrina y jurisprudencia chilena, así: 
 
“La Corte Suprema de Justicia, en sentencia del 27 de marzo de 1947, se 
pronunció negativamente al considerar que en tales casos lo pertinente es 
instaurar la acción de responsabilidad contra el Estado, la cual sólo procede 
cuando el defecto del bien de uso público ha causado un daño real y objetivo al 
particular. Dijo la Corte: “En cuanto a los daños que ocasione a los particulares 
 una obra pública por no haber sido reparada oportunamente o por defectuosa 
construcción, solo produce una acción de responsabilidad por culpa que haya 
podido incurrir la entidad pública que permitió su uso y a cuyo cuidado se 
hallaba”15. 
 
La Corte al restringir de esta manera la acción popular contra la Nación indicó 
equivocadamente que la querella del artículo 1005 no podía buscar la reparación 
de un bien de uso público sino solamente la del bien privado que perjudica a dicho 
bien de uso público. 
 
Sin embargo, el carácter de los bienes de uso público se da en la medida en que 
están destinados al servicio de todos y cada uno de los habitantes, de donde se 
desprende que hay interés inmediato de cualquier persona del pueblo en que esos 
bienes se mantengan destinados para tal fin. 
 
La interpretación de la Corte Suprema de Justicia colombiana pretendió no invadir 
la competencia de la jurisdicción contenciosa administrativa, sin embargo, lejos de 
representar un beneficio ocasionó un perjuicio en cuanto a la operatividad de la 
acción popular. Tal vez, si por una ocasión el trámite de la querella del artículo 
1005 hubiera terminado con una rápida sentencia que condenara la acción 
negligente de las autoridades públicas, se hubiera sentado un importante 
precedente que hubiera redundado en beneficio de los bienes de uso público, 
pues el gobierno, hubiera prestado más atención a este renglón de la 
administración, así sea guiado por el temor de ser condenado una y otra vez por 
no proteger este tipo de bienes. 
 
Otro seria el panorama de las ciudades si los ciudadanos hubieran podido tener en 
sus manos una herramienta efectiva para proteger los bienes de uso público. 
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 Finalmente el artículo 1005 del C. C., señala dos consecuencias patrimoniales 
para el responsable del daño: 
 
• Puede ser obligado a la destrucción total de una cosa o situación generadora del 
daño, o a realizar acciones necesarias para enmendar una construcción.  
 
• También puede ser obligado a resarcir el daño sufrido sobre el bien de uso 
público, pero no el daño inferido a los usuarios del mismo individualmente 
considerados. Ya que no se trata de derechos personales de carácter subjetivo, 
sino de derechos de naturaleza colectiva.  Otra consecuencia patrimonial que 
genera el daño es la recompensa. Esta fue consagrada con el ánimo de incentivar 
en los ciudadanos la defensa de los intereses colectivos, representados en los 
bienes de uso público.  Como se dijo al principio de este estudio, la figura de la 
recompensa fue parte fundamental de las acciones populares romanas. Ya desde 
ese entonces se reconoció la necesidad de establecer una “gratificación” para 
quienes abandonando su egoísmo, propendían por la defensa de bienes que 
claramente pertenecían y beneficiaban a toda la comunidad. 
 
el Código Civil señala que el monto de la recompensa se establece a partir del 
valor de la obra que deba efectuarse o del valor de los perjuicios causados. En 
todo caso, su valor no puede ser menor a la décima parte, ni superior a la tercera 
parte de cualquiera de los valores mencionados. 
 
1.4 ACCIÓN POPULAR DE DAÑO CONTINGENTE (ARTÍCULO 2359 C. C.) 
 
La segunda de las acciones populares de carácter general es la consagrada en el 
artículo 2359 del Código Civil: 
 
“Por regla general se concede acción en todos los casos de daño contingente, que 
por imprudencia o negligencia de alguno, amenace a personas indeterminadas; 
 pero si el daño amenazare solamente a personas determinadas solo alguna de 
estas podrá intentar la acción”. 
 
La acción de daño contingente es una valiosa herramienta jurídica que ha 
permanecido en el olvido. Al igual que la acción popular en defensa de los bienes 
de uso público, la de daño contingente tuvo su nacimiento en el derecho romano. 
 
Primero que todo una contingencia es un riesgo, la posibilidad de que un hecho 
suceda o no. El artículo 2359 se refiere a un daño contingente, con ello debe 
entenderse que esta acción procede en aquellos eventos en los cuales la 
ocurrencia de un daño está latente, no se ha producido aún, pero puede llegar a 
ocurrir. Precisamente uno de los requisitos para interponerla es que el daño no se 
haya consolidado en cabeza de una persona, pues en este caso, quien estaría 
llamado a reclamar es el directo afectado, y el procedimiento a seguir sería el de 
responsabilidad civil extracontractual. 
 
La norma indica más adelante que ese peligro de daño tiene origen en una 
conducta imprudente o negligente de alguna persona. La imprudencia podría 
definirse como: una inexcusable negligencia que involucra el olvido de 
precauciones que el sentido común aconseja, lo cual conduce a ejecutar actos 
que, de mediar malicia en el actor, constituirían hechos punibles. A su vez, la 
negligencia consiste en un descuido, una omisión de aquella diligencia que 
requiere el acto que se realiza. Ésta, al igual que la imprudencia genera la 
obligación de reparar el daño causado, y si éste no ha tenido ocurrencia, debe 
efectuar lo necesario para que finalmente no se produzca. 
 
El hecho de que el daño sea futuro no abre la posibilidad de acudir a la acción 
popular, pues cuando se materializa el peligro, el daño deja de ser contingente 
para convertirse en un perjuicio cierto. Sin embargo frente a una amenaza que 
permanece en el tiempo, es posible acudir a esta acción popular, aunque ya se 
 hayan generado daños, pues mientras exista la amenaza frente a personas 
indeterminadas se cumple la finalidad de la acción, cual es conjurar un peligro que 
se cierne frente a personas indeterminadas. 
 
La titularidad, de la acción de daño contingente es amplia en cuanto a la 
legitimación del actor, pues su texto no señala limitación alguna. Esta acción del 
artículo 2359 del C. C., es la más popular de cuantas se consagran en el Código 
Civil, pues su texto no impone límites de ninguna naturaleza para quien pretenda 
evitar la realización de un daño. Y es que la imposibilidad de determinar sobre 
quién recae el peligro es lo que le imprime su característica de popular. En efecto, 
si se pudiera determinar con exactitud la persona sobre quien recaerá el daño, 
aparecería la necesidad de acudir a otra acción donde es necesaria una 
legitimación en causa individual. 
 
No obstante no es necesario que la imposibilidad de determinar las personas 
afectadas por la amenaza de daño sea absoluta, que sea razonablemente difícil 
determinar su número y por ende resulte inconveniente acudir a otro mecanismo 
judicial. 
 
El sujeto pasivo de la acción es indeterminado. En teoría cualquier persona cuya 
imprudencia o negligencia amenace a las personas puede ser objeto de la acción 
del 2359 del C. C. Se plantea esta posición como una posibilidad, ya que no se 
conocen antecedentes jurisprudenciales que permitan conocer la postura de la 
jurisdicción frente a la eventualidad de interponer una acción popular de daño 
contingente en contra de la Nación o algún otro ente del Estado con personería 
jurídica. 
 
Esto por el desconocimiento que existía de la acción, por la poca apropiación que 
había en los ciudadanos de la cosa pública, situaciones que explican la inactividad 
de esta acción. 
 1.5 PROTECCIÓN DEL ESPACIO PÚBLICO Y DEL MEDIO AMBIENTE LEY 9 
DE 1989 
 
El artículo 8 de la ley 9 de 1989, conocida comúnmente como la ley de reforma 
urbana, consagró una acción popular para proteger los elementos constitutivos del 
espacio público y del ambiente, tomando como base la acción popular del artículo 
1005 del Código Civil, en los siguientes términos: 
 
“Los elementos constitutivos del espacio público y del medio ambiente tendrán 
para su defensa la acción popular consagrada en el artículo 1005 del Código Civil. 
Esta acción también podrá dirigirse contra cualquier persona pública o privada, 
para la defensa de la integridad y condiciones de uso, goce y disfrute visual de 
dichos bienes mediante la remoción, suspensión o prevención de las conductas 
que comprometieren el interés público o la seguridad de los usuarios. 
 
El incumplimiento de las órdenes que expida el juez en desarrollo de la acción de 
que trata el inciso anterior configura la conducta prevista en el artículo 184 del 
Código Penal de fraude a resolución judicial. 
 
La acción popular de que trata el artículo 1005 del Código Civil podrá interponerse 
en cualquier tiempo y se tramitará por el procedimiento previsto en el numeral 8 
del artículo 414 del código de procedimiento civil”. 
 
A primera vista parece que el legislador hubiera intentado superar algunos vacíos 
existentes en la acción popular a favor de los bienes de uso público en cuanto al 
objeto y el sujeto pasivo de la misma, pues por ejemplo, determina expresamente 
que la acción puede dirigirse contra cualquier persona pública o privada, saldando 
la controversia planteada desde el pronunciamiento de la Corte Suprema de 
Justicia en sentencia del 27 de marzo de 1947 arriba comentada. 
 
 Con todo, los cambios introducidos a la acción popular del artículo 1005 del C. C., 
no significaron un gran adelanto en el campo de la defensa de los derechos 
colectivos. Desgraciadamente, ha sido poca la eficacia de esta norma, si bien no 
se desconoce el acierto y la importancia que esta ley ha tenido y habrá de tener en 
otros campos, en cuanto a la acción popular que pretendió desarrollar, desperdició 
una magnífica oportunidad de haber introducido cambios definitivos en la 
legislación sustancial y procesal. No se encuentra explicación plausible al hecho 
de que el artículo 8 de la ley 9 de 1989, en vez de haber imaginado un proceso 
eficaz para la protección colectiva del ambiente y el espacio público, hubiera 
hecho una simple remisión a la envejecida y poco conocida acción del Código 
Civil, acción esta, que como se ha visto, no tuvo la importancia que debiera, 
condenando de paso a la nueva ley, a correr su misma suerte. 
 
La opinión de los legisladores continúa ligada a las tradicionales reglas del 
derecho civil. Muestra de ello es el decreto 1504 de 4 de agosto de 1998 que en 
su artículo 26 reitera que para la defensa del espacio público deba acudirse al 
artículo 1005 del Código Civil. 
 
La ley de reforma urbana no dejó al azar la definición del espacio público. El 
artículo 5 de la ley 9 de 1989, precisó los elementos que hacen parte de éste y del 
medio ambiente urbano, en los siguientes términos: 
 
“Entiéndase por espacio público el conjunto de inmuebles públicos y los elementos 
arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados, destinados por su 
naturaleza, por su uso o afectación a la satisfacción de necesidades urbanas 
colectivas que trascienden, por tanto, los límites de los intereses individuales de 
los habitantes. 
 
Así constituyen el espacio público de la ciudad de las áreas requeridas para la 
recreación pública, activa, pasiva, para la seguridad y tranquilidad ciudadana, las 
 franjas de retiro de las edificaciones sobre las vías, fuentes de agua, parques, 
plazas, zonas verdes y similares, las necesarias para la instalación y 
mantenimiento de las servicios públicos básicos, para la instalación y uso de los 
elementos constitutivos del amoblamiento urbano en todas sus expresiones, para 
la preservación de las obras de interés público y los elementos históricos, 
culturales, religiosos, recreativos y artísticos, para la conservación y preservación 
del paisaje y los elementos naturales del entorno de la ciudad, los necesarios para 
la preservación y conservación de las playas marinas y fluviales; los terrenos de 
bajamar, así como sus elementos vegetativos, arenas y corales y, en las que el 
interés colectivo sea manifiesto conveniente y que constituyan por consiguiente 
zonas para el uso o disfrute colectivo”. 
 
El objeto de la acción popular de la ley 9 de 1989, es defender fundamentalmente 
el ambiente urbano y preservar en todo caso, los recursos naturales, contra las 
actuaciones que les causen o puedan causar desmedro. Probablemente el fin de 
la acción fue el de dotar a la ciudadanía de una herramienta de defensa del 
ambiente que convive con la ciudad con el fin de lograr una armonía entre la urbe 
y sus elementos naturales. 
 
Como complemento de lo anterior el decreto 2400 del mismo año, reglamentario 
de la ley 9 señaló en sus artículos 5 y 6 lo siguiente: 
 
“Artículo 5. Para efectos del artículo 8 de la ley 9 de 1989, se entiende por usuario 
del espacio público y del medio ambiente cualquier persona pública o privada que 
haga uso o pueda llegar a hacer uso de un determinado espacio público o que 
haya sido afectada por un determinado medio ambiente”. 
 
“Artículo 6. La acción popular de que trata el artículo 1005 del Código Civil, podrá 
ser ejercida por los usuarios para la defensa del espacio público y del medio 
ambiente. 
 Para determinar el juez competente se tendrá en cuenta el carácter privado o 
público de la persona demandada”. 
 
La redacción de estos artículos, además de ser confusa e imprecisa, es ilógica, ya 
que el medio ambiente es uno solo y todas las personas se ven afectadas por su 
degradación. Teniendo en cuenta lo anterior, ¿Cómo se puede afirmar que alguien 
ha sido o pueda ser afectado por la destrucción del medio ambiente de un lugar 
determinado? 
 
En cuanto al tema de la legitimación este decreto desconoce la naturaleza de las 
acciones populares, por cuanto exige legitimación para obrar y prueba del uso del 
“espacio público” así como de la afectación por un determinado medio ambiente; 
esta situación va en contra de la finalidad de la acción popular, cual es la de 
permitir que cualquier persona pueda interponerla, para proteger el medio 
ambiente. 
 
1.6 ACCIÓN POPULAR DEL DECRETO 2303 DE 1989 
 
Por medio del decreto ley 2303, que organizó la jurisdicción agraria, se estableció 
el uso de las acciones populares para la protección del medio ambiente rural en 
los siguientes términos: 
 
“Artículo 2. Asuntos sometidos a su trámite. La jurisdicción agraria conocerá en 
especial los siguientes procesos... 
 
...Parágrafo: corresponderán igualmente a esta jurisdicción los procesos 
originados en acciones populares fundamentadas en normas sobre preservación 
del medio ambiente rural y manejo de los recursos naturales renovables de 
carácter agrario, conforme a lo previsto en el artículo anterior, cuando el asunto no 
sea de competencia de las autoridades administrativas”. 
 “Artículo 118. Acción. El ambiente rural y los recursos naturales renovables del 
dominio público que hacen parte de aquél, podrán ser definidos judicialmente por 
cualquier ciudadano contra actos o hechos humanos que les causen o puedan 
causar deterioro, si el asunto no es de competencia de la Administración, 
mediante la acción popular consagrada en los artículos 1005 y 2359 del código 
civil, especialmente en los casos previstos en el inciso 2 del artículo 16 de la ley 
23 de 1973”. 
 
Esta acción se podrá ejercer en cualquier tiempo y estará encaminada a conseguir 
la prevención del daño, su reparación física o su resarcimiento. 
 
Para llegar a determinar la calificación o la naturaleza del medio ambiente 
susceptible de ser protegido a través de la acción popular agraria, se requiere un 
análisis previo, así sea somero de las acepciones de vocablos como: rural, rústico 
y agrario. Pues la utilización inadecuada de ellos ha provocado serias confusiones. 
Un ejemplo evidente de la falta de técnica jurídica en el empleo de estos términos 
es el propio decreto 2303 de 1989, pues a pesar de haber sido el creador de la 
jurisdicción agraria, cuando se refiere a las acciones populares tendientes a la 
preservación del medio ambiente y de los recursos naturales renovables, acude a 
la voz rural. 
 
Lo rural no coincide necesariamente con lo agrario, las palabras rural, rústico y 
agrario no son sinónimos, por lo menos en lo que a la jerga jurídica se refiere. 
 
El concepto agrario equivale a “ager”, campo sinónimo de “rus” aunque con un 
matiz diferencial perceptible. “Ager” se refiere al campo como algo susceptible de 
producción; en cambio “rus”, significa el campo en sentido de ubicación, por 
oposición de “urbs”, o sea la urbana, ya se trate de ciudad, pueblo, villa, etc. Esta 
diferencia ha desaparecido actualmente en la práctica pero en cambio, es útil para 
fijar el concepto agrario, ya que los distingos enunciados permiten destacar 
 claramente en lo agrario dos factores: uno estático, lugar o ámbito fuera del sector 
urbano, es decir, el campo (“latu sensu”); y el otro, dinámico; el suelo, como objeto 
susceptible de producción, mediante una actividad técnica especializada. En el 
factor dinámico existen dos elementos activos: el suelo y los animales susceptibles 
de producción (el elemento natural) y una laboral y técnica (elemento humano). 
Ambos por igual contribuyen a la producción, lo cual constituye la principal 
característica de lo agrario16. 
 
A lo largo del desarrollo del derecho agrario han existido diversos criterios para 
determinar la naturaleza de los bienes objeto de protección de esta rama del 
derecho. 
 
El primer criterio de distinción del predio rural del urbano contenido en la ley, fue el 
de la ubicación o localización geográfica, así pues las primeras normas que 
trataron el tema, (ley 200/36 y sus decretos reglamentarios), contenían 
definiciones en las cuales se determinó, que el predio rural era aquél que se 
encontraba situado fuera de los limites legalmente determinados del área de la 
respectiva población17. 
 
Posteriormente, la ley 137 de 1959, señaló que los consejos municipales o 
distritales y las juntas metropolitanas, son los órganos competentes para fijar el 
área urbana y distinguirla de la rural. A pesar de esta salomónica solución el 
problema de la diferenciación de los predios rurales continuó, ya que no todos los 
municipios llevaron o cabo esta delimitación. Por este motivo, hubo que acudir de 
nuevo al inciso segundo del artículo 3 del decreto 59 de 1938, según la cual: 
 
“se entenderá por fundo o predio rural el que se halle situado a una distancia no 
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 mayor de cien metros de las ultimas edificaciones que formen el núcleo urbano de 
la respectiva población o caserío”. 
 
Más tarde, con ocasión de la creación de la jurisdicción agraria, el artículo 18 del 
decreto 203 de 1989, delegó la facultad de decidir si un predio es urbano o agrario 
al Tribunal Superior del respectivo Distrito Judicial para lo cual éste podía solicitar 
al Instituto Agustín Codazzi un informe sobre la ubicación del inmueble con 
relación al perímetro urbano (aspecto rural), y sobre la destinación del mismo, 
(aspecto agrario). A partir de este momento la legislación empezó a tomar en 
cuenta la destinación final del inmueble, como criterio de distinción entre lo agrario 
y lo urbano. 
 
La jurisprudencia ya había iniciado la utilización de este criterio desde tiempo 
atrás, prueba de ello es la sentencia de la Sala Civil del Tribunal de Distrito 
Judicial de Neiva, de 13 de diciembre de 1968: 
 
“No solo se debe tener en cuenta la situación geográfica del predio para calificarlo 
de urbano o rural sino también la destinación o uso que se le dé al inmueble”. 
 
El criterio esbozado por la jurisprudencia anteriormente citada es el que en la 
actualidad, se toma en cuenta para calificar la naturaleza de los inmuebles 
agrarios. 
 
Como conclusión de todo lo anterior se deduce que, el ambiente agrario es aquél 
conjunto de elementos y fenómenos naturales que interactúan en un ámbito 
geográfico en el cual se explotan recursos naturales renovables, se desarrollan 
actividades forestales y agropecuarias, hechos que se desarrollan en general en 
predios rurales. 
 
El objeto de la acción popular rural es defender el ambiente rural y los recursos 
 naturales renovables de dominio público contra actos o hechos humanos que les 
causen o puedan causar deterioro. 
 
De acuerdo con la normatividad agraria18, el ambiente rural y los recursos 
naturales renovables del dominio público que hacen parte de aquél, pueden ser 
defendidos judicialmente por cualquier ciudadano contra actos o hechos humanos 
que les causen o puedan causar deterioro. 
 
La acción popular agraria es coherente con la esencia de las acciones populares 
en cuanto hace a la legitimación del actor, pues su texto no señala limitación 
alguna para que cualquier ciudadano pueda defender el medio ambiente agrario. 
 
Finalmente el artículo 118 del decreto 2303 de 1989, no habla explícitamente del 
sujeto pasivo de la acción popular agraria. Se deduce que sólo es posible 
intentarla en contra de particulares, pues la norma excluye los casos competencia 
de la Administración en los siguientes términos: “Si el asunto no es de 
competencia de la Administración, mediante la acción popular consagrada en los 
artículos 1005 y 2359 del Código Civil, especialmente en los casos previstos en el 
inciso 2 del artículo 16 de la ley 23 de 1973”. Esta norma indica que: “El Estado 
será civilmente responsable por los daños ocasionados al hombre o a los recursos 
naturales de propiedad privada como consecuencia de acciones que generen 
contaminación o detrimento del medio ambiente. Los particulares lo serán por la 
mismas razones y por el daño o uso inadecuado de los recursos naturales de 
propiedad del Estado”. 
 
De lo anterior se concluye que el artículo quiere hacer claridad sobre los distintos 
procedimientos que se deben seguir en el caso de que la acción se intente en 
contra del estado o en contra de un particular”19… 
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 2. ACCIONES TENDIENTES A DECLARAR LA NULIDAD DE LOS 
CONTRATOS ESTATALES Y SU EFECTIVIDAD 
 
2.1 MARCO JURÍDICO  
 
Dentro del marco jurídico del presente proyecto de investigación se tienen las 
siguientes normas, que se traen a colación: 
 
Artículo 88 de la Constitución Política: 
 
“La ley regulará las acciones populares para la protección de los derechos e 
intereses colectivos, relacionados con el patrimonio, el espacio, la seguridad y la 
salubridad públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre competencia 
económica y otros de similar naturaleza que se definen en ella.  
 
“También regulará las acciones originadas en los daños ocasionados a un número 
plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones particulares.  
 
“Así mismo, definirá los casos de responsabilidad civil objetiva por el daño inferido 
a los derechos e intereses colectivos”.  
 
Artículo 2º de la Ley 472 de 1998 
 
“Acciones populares. Son los medios procesales para la protección de los 
derechos e intereses colectivos. 
 
“Las acciones populares se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el 
peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses 
colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible”. 
 
 Artículo 4º de la Ley 472 de 1998 
 
“Derechos e intereses colectivos. Son derechos e intereses colectivos, entre otros, 
los relacionados con: 
 
“a) El goce de un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la 
Constitución, la ley y las disposiciones reglamentarias; 
 
“b) La moralidad administrativa; 
 
“c) La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional 
de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su 
conservación, restauración o sustitución. La conservación de las especies 
animales y vegetales, la protección de áreas de especial importancia ecológica, de 
los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como los demás intereses 
de la comunidad relacionados con la preservación y restauración del medio 
ambiente; 
 
“d) El goce del espacio público y la utilización y defensa de bienes de uso público; 
 
“e) La defensa del patrimonio público; 
 
“f) La defensa del patrimonio cultural de la Nación; 
 
“g) La seguridad y salubridad públicas; 
 
“h) El acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad 
pública; 
 
“i) La libre competencia económica; 
 “j) El acceso a los servicios públicos y a que su prestación sea eficiente y 
oportuna; 
 
“k) La prohibición de la fabricación, importación, posesión, uso de armas químicas, 
biológicas y nucleares, así como la introducción al territorio nacional de residuos 
nucleares o tóxicos; 
 
“l) El derecho a la seguridad y prevención de los desastres previsibles 
técnicamente; 
 
“m) La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos 
respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia 
al beneficio de la calidad de vida de los habitantes; 
 
“n) Los derechos de los consumidores y usuarios. 
 
“Igualmente son derechos e intereses colectivos los definidos como tales en la 
Constitución, las leyes ordinarias y los tratados de Derecho Internacional 
celebrados por Colombia. 
 
“Parágrafo. Los derechos e intereses enunciados en el presente artículo estarán 
definidos y regulados por las normas actualmente vigentes o las que se expidan 
con posterioridad a la vigencia de la presente ley”. 
 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
artículo 183: 
 
“NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO. Toda persona que se crea 
lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir 
que se declare la nulidad del acto administrativo particular, expreso o presunto, y 
 se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que se le repare el daño. La 
nulidad procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del 
artículo anterior. 
 
“Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse 
el restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular 
demandante o la reparación del daño causado a dicho particular por el mismo, 
siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro 
(4) meses siguientes a su publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o 
cumplimiento del acto general, el término anterior se contará a partir de la 
notificación de aquel”. 
 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
artículo 141: 
 
“CONTROVERSIAS CONTRACTUALES. Cualquiera de las partes de un contrato 
del Estado podrá pedir que se declare su existencia o su nulidad, que se ordene 
su revisión, que se declare su incumplimiento, que se declare la nulidad de los 
actos administrativos contractuales, que se condene al responsable a indemnizar 
los perjuicios, y que se hagan otras declaraciones y condenas. Así mismo, el 
interesado podrá solicitar la liquidación judicial del contrato cuando esta no se 
haya logrado de mutuo acuerdo y la entidad estatal no lo haya liquidado 
unilateralmente dentro de los dos (2) meses siguientes al vencimiento del plazo 
convenido para liquidar de mutuo acuerdo o, en su defecto, del término 
establecido por la ley. 
 
“Los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la 
actividad contractual, podrán demandarse en los términos de los 
artículos 137 y 138 de este Código, según el caso. 
 
 “El Ministerio Público o un tercero que acredite un interés directo podrán pedir que 
se declare la nulidad absoluta del contrato. El juez administrativo podrá declararla 
de oficio cuando esté plenamente demostrada en el proceso, siempre y cuando en 
él hayan intervenido las partes contratantes o sus causahabientes”. 
 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
artículo 144: 
 
“PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS. Cualquier 
persona puede demandar la protección de los derechos e intereses colectivos 
para lo cual podrá pedir que se adopten las medidas necesarias con el fin de evitar 
el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio 
sobre los mismos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible.  
 
Cuando la vulneración de los derechos e intereses colectivos provenga de la 
actividad de una entidad pública, podrá demandarse su protección, inclusive 
cuando la conducta vulnerante sea un acto administrativo o un contrato, sin que en 
uno u otro evento, pueda el juez anular el acto o el contrato, sin perjuicio de que 
pueda adoptar las medidas que sean necesarias para hacer cesar la amenaza o 
vulneración de los derechos colectivos.  
 
“Antes de presentar la demanda para la protección de los derechos e intereses 
colectivos, el demandante debe solicitar a la autoridad o al particular en ejercicio 
de funciones administrativas que adopte las medidas necesarias de protección del 
derecho o interés colectivo amenazado o violado. Si la autoridad no atiende dicha 
reclamación dentro de los quince (15) días siguientes a la presentación de la 
solicitud o se niega a ello, podrá acudirse ante el juez. Excepcionalmente, se 
podrá prescindir de este requisito, cuando exista inminente peligro de ocurrir un 
perjuicio irremediable en contra de los derechos e intereses colectivos, situación 
que deberá sustentarse en la demanda”.  
 3. LA PROCEDENCIA DE LA DECLARACIÓN DE NULIDAD DE LOS 
CONTRATOS ESTATALES POR MEDIO DE LA ACCIÓN POPULAR PARA LA 
PROTECCIÓN DE DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS 
 
3.1 MARCO TEÓRICO 
 
Desde años atrás se venía suscitando la discusión al interior del Consejo de 
Estado sobre si la acción popular era un mecanismo procedente para anular 
contratos estatales, toda vez que unas secciones sostenían una teoría a favor 
mientras que otras promulgaban teorías en contra. Así lo manifestó el Dr. Alier 
Eduardo Hernández Enríquez20 al decir:  
 
“La Sección Primera del Consejo, en sus formulaciones generales, parece no 
encontrar obstáculo para la procedencia de la acción popular frente a la actividad 
estatal, cualquiera sea su manifestación, pues ha llegado a la conclusión de que 
dicha acción no es subsidiaria, característica que hace irrelevante la procedencia 




“La tesis de la Sección Segunda, en sus dos subsecciones, ha sido radicalmente 
opuesta; para ella, la acción popular no es mecanismo idóneo para que el juez se 
pronuncie en relación con los contratos estatales, pues, con ese propósito hay 
otros caminos establecidos por la ley. 
 
“(…) 
“La sección tercera ha aceptado siempre la procedencia de la acción popular 
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 frente al contrato estatal, para lo cual ha tomado en consideración el hecho de que 
la ley no la estableció como subsidiaria de ninguna otra ni de los mecanismos 




“La Sección Cuarta ha desechado, como razón para la improcedencia de la acción 
popular, el hecho de que existan otros mecanismos judiciales de defensa de los 




“La Sección Quinta, desde la sentencia de 1º de febrero de 200121, acepta que la 
acción popular procede frente a los contratos estatales a condición de que se 
demuestre la vulneración de un derecho colectivo”. 
 
Como se puede observar, las diferentes posturas de las secciones que conforman 
el Consejo de Estado han sido disímiles, es así como se vieron los últimos 
pronunciamientos proferidos por esta Corporación Judicial en torno al tema de la 
acción popular como mecanismo para anular un contrato estatal.  
 
Todo este conflicto no es nuevo, como se sabe, a partir de la expedición de la ley 
472 de 1998, que desarrolló el artículo 88 de la Constitución Política en relación 
con la acción popular, se ha planteado en la jurisprudencia la discusión acerca de 
si, mediante la acción popular, el Juez contencioso administrativo, que es el 
competente para su conocimiento cuando la actuación surge de una acción o una 
omisión de una entidad pública, puede decretar la nulidad de un un contrato 
estatal. 
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 El problema surgió porque la ley 472 de 1998 no señaló expresamente que la 
acción popular sólo podría interponerse en los eventos en que el objeto 
perseguido por ella no pudiera alcanzarse mediante el ejercicio de otras acciones, 
como se dispuso expresamente para el caso de la acción de tutela.  
 
Por esta razón, en algunas decisiones judiciales se ha sostenido que el juez 
mediante esta acción no puede pronunciarse sobre la nulidad de un contrato 
estatal, toda vez que esta competencia sólo puede ejercerse mediante un proceso 
ordinario; en otras se ha sostenido la tesis contraria para afirmar que la existencia 
de un proceso especial para declarar la nulidad de un contrato estatal no impide 
que mediante la acción popular el juez contencioso administrativo pueda también 
adoptar dichas decisiones, a partir de los cual se deduce el carácter autónomo de 
dicha acción. 
 
Por lo anterior, este trabajo pretende dar a conocer el estado actual de la 
jurisprudencia del Consejo de Estado, que no había sido pacífica sobre esta 
materia hasta el año 2011, lo que generó en años anteriores una inseguridad 
jurídica a los administrados y a los operadores judiciales. 
 
En el año 2008, la Sección Tercera22 estableció que la acción popular procede 
frente a los contratos estatales, dado su carácter autónomo y principal, habida 
consideración de su objeto y por ello su procedencia no está subordinada a que no 
existan otros medios de defensa judicial, además señaló: 
 
“…la acción popular ostenta el carácter de autónoma o principal, habida 
consideración de su objeto y por ello su procedencia no está subordinada a que no 
existan otros medios de defensa judicial. la jurisprudencia tiene establecida la 
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 procedencia de la acción popular cuando la conducta vulnerante del derecho o 
interés colectivo sea un contrato estatal, toda vez que-como ya se indicó-se trata 
de un instrumento procesal principal y autónomo que sin duda se constituye en 
instituto idóneo para la protección de los derechos e intereses colectivos, con 
independencia de la naturaleza de la conducta vulnerante. En consonancia el 
artículo 9 al ocuparse de la procedencia de las acciones populares establece que 
estas proceden contra toda acción u omisión de las autoridades públicas que 
hayan violado o amenacen violar los derechos e intereses colectivos, supuesto 
normativo que evidentemente cobija a la actividad contractual del Estado como 
una modalidad de gestión pública que ha de guiarse entre otros por los principios 
de moralidad, eficacia, economía, imparcialidad y publicidad, en tanto ella se 
constituye en un instrumento básico para el cumplimiento de los fines del Estado”. 
 
Esta Sección reafirmó su postura al referirse que la actividad contractual del 
Estado “en tanto modalidad de gestión pública” ha de guiarse por los principios de 
igualdad, moralidad, eficacia, celeridad, economía, imparcialidad y publicidad, por 
lo que significa que con los contratos también pueden amenazarse o vulnerarse, 
entre otros, los derechos colectivos a la moralidad y el patrimonio públicos. Agregó 
igualmente que:  
 
“Independientemente de la naturaleza cualificada de las conductas demandables, 
la ley 472 de 1998 dispuso que las acciones populares tienen cabida frente a toda 
conducta de acción u omisión de las autoridades públicas, entre otros (sin excluir 
las de acción o de omisión contractuales), siempre y cuando con relación a ellas 
se pretenda evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la 
vulneración o agravio sobre derechos colectivos e intereses colectivos, o restituir 
las cosas a su estado anterior cuando fuere posible (arts. 2 y 9). La Sección 
Tercera del Consejo de Estado, en anteriores oportunidades, ha considerado, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 209 de la Constitución, que la actividad 
contractual del Estado “en tanto modalidad de gestión pública” ha de guiarse por 
 los principios de igualdad, moralidad, eficacia, celeridad, economía, imparcialidad 
y publicidad. Esto significa que con los contratos también pueden amenazarse o 
vulnerarse, entre otros, los derechos colectivos a la moralidad y el patrimonio 
públicos. Y también ha concluido que las acciones populares no pueden tener 
idéntico objeto procesal al de las acciones de controversias contractuales, 
precisión que no significa que las conductas de acción o de omisión en la actividad 
contractual no puedan ser la causa jurídica de amenaza o quebranto de los 
derechos e intereses colectivos; porque es bien distinto el objeto procesal de las 
acciones de controversias contractuales que siempre persiguen y de alguna forma 
la satisfacción de derechos e intereses subjetivos” 23. 
 
Es así, que la actividad contractual es una modalidad de la función administrativa, 
como lo afirma el profesor Escola: 
 
”El contrato administrativo no es sino una forma de la actividad administrativa, es 
decir, de aquella actividad estatal “que tiene por objeto la realización de los 
cometidos estatales en cuanto requieren ejecución práctica, mediante actos 
jurídicos —que pueden ser reglamentarios, subjetivos o actos-condición— y 
operaciones materiales” (Sayagués). La actividad administrativa es, en esencia, 
una actividad teleológica, que está enderezada al logro de una finalidad, la cual es 
la satisfacción de las necesidades colectivas y la obtención de los fines propios del 
Estado”24. 
 
Del mismo modo advirtió que la anulación de un contrato estatal25 es procedente 
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 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Consejera Ponente: 
María Elena Giraldo Gómez, 5 De Agosto De 2004, Radicación Número: 70001-23-31-000-2004-
0118-01(AP), Actor: Héctor Tercero Merlano Garrido, Demandado: Municipio De Since -Sucre. 
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 ESCOLA, Héctor Jorge, Tratado integral de los contratos administrativos, vol. I, parte general, 
Buenos Aires, Ediciones Depalma, 1977, pp. 110 y ss.  
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 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Consejero Ponente: 
Ramiro Saavedra Becerra, 21 De Mayo De 2008, Radicación Número: 76001-23-31-000-2005-
01423-01(AP), Actor: Oscar Antonio Morales Pinzón. Demandado: Municipio De Santiago De Cali – 
Secretaria De Desarrollo Territorial Y Bienestar Social. 
 en un escenario distinto al de una acción contractual, considerando que:  
 
“…que por el contrario tal decisión judicial puede tomarse en cualquier tipo de 
proceso. Finalmente se indica que si bien el actor popular solicitó la “revocación 
directa” del acto a través del cual se adjudicó el contrato objeto de análisis; de las 
pretensiones del mismo contenidas en la demanda, así como del desarrollo del 
proceso, se evidencia de manera clara la intención de este de que se declarara 
por parte el juez de la acción popular la cesación de efectos del mencionado acto 
y como consecuencia la cesación de efectos del contrato, que en desarrollo de 
este, se celebró. Es importante subrayar este aspecto, por cuanto al entender de 
esta sección, para poder declarar la nulidad de actos y contratos en medio de 
acciones populares, se hace indispensable que el actor lo solicite al impetrar la 
acción”. 
 
Esta Sección26 de igual forma sostuvo que procede demandar contratos estatales 
siempre y cuando se alegue vulneración de derechos colectivos, además en esta 
providencia ya empieza a hacer un análisis acerca de las diferentes tesis en el 
seno del Consejo de Estado: 
 
“A pesar de que el tema, procedencia de la acción popular contra contratos 
estatales no fue pacífico en sus inicios, dada la existencia de tesis encontradas en 
la jurisprudencia del Consejo de Estado, la primera que sostenía su improcedencia 
por existir la acción contractual, y la segunda que aceptaba su procedencia para 
determinar la vulneración de un derecho colectivo, dado el carácter principal de la 
acción popular, a partir del momento, en que la Sección Tercera del Consejo de 
Estado asumió en forma exclusiva el conocimiento de las acciones populares 
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 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Consejera Ponente: 
Myriam Guerrero de Escobar. Bogotá, D.C., cinco (5) de marzo de dos mil ocho (2008). Radicación 
Número: 25000-23-27-000-2004-01402-02(AP)(Acumulado con el 2004-01605). Actor: Francisco 
José Vergara Carulla y Otro. Demandando: Nación - ministerio de Hacienda y Crédito Público - 
Findeter y Otros. Referencia: Acción Popular. 
 originadas en contratos estatales, se ha superado este problema jurídico 
acogiendo la segunda tesis, es decir, se ha aceptado que por vía de acción 
popular  se puede discutir la  legalidad de los contratos estatales.  Nota de 
Relatoría: Ver sentencia de Sala Plena de 9 de diciembre de 2004, No. 2002-
01204; de 5 de octubre de 2005, proceso 2001-01588”27. 
 
Empero en esa época la Corte Constitucional28 en una acción de tutela interpuesta 
contra el Consejo de Estado, consideró que la acción popular no puede desplazar 
a las acciones ordinarias cuando se discuta la nulidad de un contrato estatal, así: 
 
“Es claro entonces, que las acciones populares son procedentes para determinar 
la vulneración de derechos colectivos en la celebración de contratos por parte de 
la administración pública, máxime si se trata de contratos celebrados en un 
contexto de privatización y democratización de la propiedad accionaria, al tenor 
del artículo 60 de la Constitución. 
 
“Sin embargo cabe recordar, que si bien la acción popular puede adelantarse 
independientemente de la existencia de otros mecanismos de defensa judicial, 
para la protección de los derechos e intereses colectivos, tampoco se trata de 
acciones configuradas para desplazar los medios de defensa judicial ordinarios, 
dado que los bienes jurídicos que protege la acción constitucional son diferentes a 
aquellos que corresponden al juez ordinario ; es decir, se está frente a 
mecanismos judiciales independientes con propósitos distintos y específicos”. 
 
A manera de síntesis de esta providencia, es menester citar al profesor Guillermo 
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 Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Consejero Ponente: Mauricio 
Torres Cuervo. Bogotá, veinticuatro (24) de marzo de dos mil nueve (2009). Radicación Número: 
25000-23-25-000-2004-00739-01(ij) AP. Actor: Luis Darío Capador Martínez y otros. Demandado: 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público y Otros. 
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 Sentencia T-446 De 2007, Corte Constitucional. Referencia: Expediente T-1374305. Acción de 
Tutela Instaurada por la Arrendadora Financiera Internacional Bolivariana S.A. -AFIB- contra la 
Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado. Magistrada Ponente: DRA. 
Clara Inés Vargas Hernández. Bogotá, D. C., Veintisiete (27) de Marzo de dos mil ocho (2008). 
 Sánchez Lugo29 que advirtió: 
 
“En tal sentido, la norma en comento precisa que la facultad del juez popular se 
contrae a la expedición de “órdenes” (de hacer y no hacer), lo cual no conlleva 
facultad alguna de carácter declarativo (como sería efectivamente la resolución 
dictada en contenciosos de anulación), se aproxima más así a la naturaleza 
ejecutiva de ciertos procesos judiciales”. 
 
Ya en el año 2009 siguieron las discusiones en torno al tema, y la Sección 
Tercera30 seguía manteniendo su posición a favor de la acción popular como 
mecanismo idóneo para anular contratos estatales, la cual en una providencia de 
esa anualidad sostuvo que: 
 
“Si bien la jurisprudencia y la doctrina revelan posiciones antagónicas en torno a la 
competencia anulatoria del juez popular respecto del contrato estatal en defensa 
de los derechos e intereses colectivos, lo cierto es que sobre lo que no puede 
discutirse es en relación con la procedencia de este medio procesal cuando la 
conducta vulnerante del derecho o interés colectivo sea un contrato estatal, toda 
vez que se trata del mecanismo idóneo para la protección de los derechos e 
intereses colectivos, con independencia de la naturaleza de la conducta 
vulnerante. En efecto, a diferencia de la acción de tutela que procede sólo cuando 
el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial salvo que se utilice 
como mecanismo transitorio (art. 86 inc. 3º y numeral 1º del artículo 6º del Decreto 
2591 de 1991) y de la acción de cumplimiento que es improcedente cuando el 
afectado tenga otro medio de defensa judicial o cuando la protección de los 
                                           
29
 Jurisprudencia del Consejo de Estado en Materia de Anulación de Actos Administrativos y de 
Contratos Estatales en Acciones Populares In memoriam Profesor Vladimiro Naranjo Mesa. 
Guillermo Sánchez Luque. REVISTA # 4. Enero 16 de 2007. Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto 
de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. http//:www.juridicas.unam.mx. 
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 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Consejera Ponente: 
Ruth Stella Correa Palacio. Bogotá D.C., veintiuno (21) de octubre de dos mil nueve (2009). 
Radicación Número: 08001-23-31-000-2005-01917-01(AP). Actor: Juan Antonio Pabón Arrieta. 
Demandado: Municipio de Sabana Larga y Otro.  
 derechos pueda ser garantizada mediante la acción de tutela (art. 9 de la ley 393 
de 1997), la acción popular ostenta el carácter de autónoma o principal, habida 
consideración de su objeto y por ello su procedencia no está subordinada a que no 
existan otros medios de defensa judicial. Con esta perspectiva, la jurisprudencia 
tiene establecida la procedencia de la acción popular cuando la conducta 
vulnerante del derecho o interés colectivo sea un contrato estatal, toda vez que -
como ya se indicó- se trata de un instrumento principal y autónomo que sin duda 
se constituye en instituto idóneo para la protección de los derechos e intereses 
colectivos, con independencia de la naturaleza de la conducta vulnerante. Por 
manera que la contratación estatal en tanto compromete intereses colectivos de 
diversa índole (moralidad, patrimonio público, entre otros) es pasible de ser 
estudiada en sede popular”. 
 
En el año 2010 la Sección Primera del Consejo de Estado determinó que si se 
acepta la competencia del juez que estudia una acción popular para analizar si 
una decisión judicial vulneró derechos e intereses colectivos, implicaría un control 
sobre la validez de aquélla, con lo cual se admitiría el control de legalidad y 
constitucionalidad de las providencias judiciales a cargo del juez constitucional, 
agregó que: 
 
“…por la naturaleza de la acción popular, como es obvio, el juez popular no debe 
definir asuntos relacionados con el cumplimiento de actos o negocios jurídicos. En 
consecuencia, cualquier situación que haga referencia a dichos actos (Actos de 
elección) o negocios jurídicos (contratos estatales) escapan de la órbita de la 
acción popular, pues es necesario evitar que de forma soslayada, se impute la 
vulneración a los derechos colectivos. Si bien es cierto que la acción popular no es 
un mecanismo subsidiario, no puede pretenderse que por medio de ella se eviten 
o suplanten las acciones que el sistema jurídico prevea pertinentes, pues las 
mismas han sido desarrolladas e implementadas, de acuerdo a la naturaleza 
 jurídica del objeto de la controversia que se estudia”31. 
 
La Sección Cuarta del Consejo, por su parte no tiene una posición clara sobre el 
asunto, y llega a la conclusión que se debe fijar una posición unánime por parte de 
este cuerpo colegiado. En este sentido, en la providencia del 24 de octubre de 
201032 sostuvo: 
 
“Con respecto a la vulneración del derecho colectivo a la moralidad administrativa, 
si bien han existido diversos pronunciamientos de esta Corporación en los que se 
ha intentado desarrollar su alcance y contenido, no existe un precedente claro y 
contundente sobre la vulneración de estos derechos cuando se fundamenta en 
hechos como los descritos en la acción popular de la referencia. 
 
“En efecto, en la sentencia del 9 de febrero de 2001, expediente AP-054, CP. 
Delio Gómez Leyva, la Corporación consideró que los sobrecostos en que se 
incurre en la contratación estatal implica un acto de inmoralidad administrativa, 
asociado con el impecable manejo de los bienes y dineros del Estado. 
 
“Luego, en la sentencia del 10 de marzo de 2005, expediente 2003-01195, C.P. 
Ramiro Saavedra Becerra, la Corporación, con ocasión de una acción popular por 
presunta vulneración del derecho a la moralidad administrativa y el patrimonio 
público, consideró que la expresión sobrecostos, en materia contractual, debía 
entenderse como aquellos "mayores gastos e inversiones que tuvo que soportar el 
contratista en la ejecución del objeto contratado, que no fueron previstos ni 
reconocidos por la entidad estatal", y que para efectos de la Ley 472 de 1998, 
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 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Consejero Ponente: 
Marco Antonio Velilla Moreno. Veintisiete (27) de mayo de dos mil diez (2010). Radicación Número: 
05001-23-31-000-2005-03516-01(AP). Actor: Joaquín Emilio Córdoba Córdoba. Demandado: Sala 
Laboral del Tribunal Superior de Antioquia.  
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 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Consejero Ponente: 
Hugo Fernando Bastidas Barcenas. Veintiuno (21) de octubre de dos mil diez (2010). Radicación 
Número: 50001-23-31-000-2004-10709-01(AP) REV. Actor: Hernando Jiménez Romero. 
Demandado: Departamento del Meta. 
 tenía relación "con el valor del contrato celebrado, teniendo en cuenta los precios 
reales del mercado, que en cumplimiento del deber legal impuesto, han debido ser 
analizados y estudiados por la Administración de manera previa a la iniciación del 
proceso de selección y contratación"4. 
 
“Por último, en la sentencia del 18 de junio de 2008, expediente 2003-00618, CP. 
Ruth Stella Correa Palacio, también de manera somera se enunció el tema de los 
sobrecostos derivados de la contratación, para los efectos de la regulación del 
incentivo económico en acciones populares sobre moralidad administrativa. Al 




“En efecto, el inciso segundo del artículo 40 de la ley 472 de 1998 -al regular el 
incentivo económico en acciones populares sobre moralidad administrativa- 
dispuso: "Para los fines de este artículo y cuando se trate de sobrecostos o de 
otras irregularidades provenientes de la contratación, responderá 
patrimonialmente el representante legal del respectivo organismo o entidad 
contratante y contratista, en forma solidaria con quienes concurran al hecho, hasta 
la recuperación total de lo pagado en exceso". 
 
“De acuerdo con lo anterior, la Sala evidencia la necesidad de fijar una posición 
clara y consolidada frente a la doctrina judicial de esta Corporación sobre la 
vulneración del derecho colectivo a la moralidad administrativa derivada de los 
sobrecostos en que se incurre en la ejecución de los contratos estatales. 
 
“Es evidente para la Sala que la posición que ha sido asumida hasta el momento 
frente al tema de sobrecostos no es clara, y puede dar lugar a un sinnúmero de 
interpretaciones ante los vacíos que se puedan presentar en las diferentes 
situaciones, como la que es objeto de estudio en esta oportunidad. 
 “Finalmente, la Sala estima necesario suspender la ejecución del fallo del Tribunal 
Administrativo del Meta hasta tanto se resuelva la solicitud de revisión eventual 
interpuesta por el departamento del Meta contra la sentencia del 9 de diciembre de 
2009. La revisión de las sentencias dictadas en procesos de acción popular es un 
mecanismo de reciente creación que le va a dar la oportunidad al Consejo de 
Estado de fijar su alcance, hasta el punto de definir si la revisión puede llegar 
hasta anular la sentencia que se revisa, por haber quebrantado los derechos de 
las partes e inclusive, los mismos derechos colectivos que se pretenden proteger”. 
 
La tesis de la Sección Tercera, ha sido principalmente a favor acerca de la 
procedencia de esta acción constitucional cuando se discutan contratos estatales; 
para ella, la acción popular procede con independencia de la clase de actuación 
administrativa y es el mecanismo idóneo para que el juez se pronuncie en relación 
con los contratos estatales. En el fallo de 8 de junio de 201133, expresó: 
 
“…que su objeto es la de evitar un daño contingente, hacer cesar el peligro, la 
amenaza, vulneración o agravio de un derecho colectivo sin distinguir si se trata 
de acciones u omisiones de las autoridades y sin importar el instrumento mediante 
el cual estás pueden ocasionar el agravio (actos administrativos, contratos, 
operaciones o hechos administrativos). Así las cosas, la actividad contractual no 
se encuentra excluida de la utilización de este medio de defensa judicial, máxime 
cuando a través de la misma se deben cumplir los principios de igualdad, 
transparencia, moralidad, eficacia, celeridad, imparcialidad y publicidad 
consagrados en el artículo 209 de la Constitución Política. (…) Por ende, lo 
anterior no significa que entre la acción popular y la acción contractual consagrada 
en el artículo 87 del C.C.A exista identidad, cosa diferente es que la 
Administración con la celebración y ejecución de contratos pueda vulnerar 
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 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Consejero Ponente: 
Enrique Gil Botero. Ocho (08) de junio de dos mil once (2011). Radicación Número: 41001-23-31-
000-2004-00540-01(AP). Actor: Cesar Alfonso Méndez Doval. Demandado: Municipio de Neiva y 
Otro. 
 derechos colectivos como la moralidad administrativa o el patrimonio público, 
situación en la cual, la puesta en movimiento del aparato judicial no persigue la 
protección de derechos subjetivos sino la defensa de intereses o bienes jurídicos 
cuya titularidad corresponde a la comunidad.  De ahí que pueda afirmarse que se 
trata de un mecanismo procesal autónomo y principal, pues a diferencia de lo que 
ocurre con la acción de tutela, no está condicionado a la inexistencia de otro 
medio de defensa judicial. Por esta razón la Sala en anterior oportunidad afirmó 
que la acción popular no tiene un carácter supletorio o residual” 34. 
 
La sección tercera ha aceptado siempre la procedencia de la acción popular frente 
al contrato estatal, para lo cual ha tomado en consideración el hecho de que la ley 
no la estableció como subsidiaria de ninguna otra ni de los mecanismos judiciales 
ni de los medios de control ordinarios. 
 
Estas divergencias jurisprudenciales mostraban que no había suficiente claridad 
acerca de la solución a este interrogante; empero en el año 2011 cuando se 
profirió la Ley 1437 de 2011 conocida como el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se dio una solución definitiva 
por parte del legislador quien determinó que no es procedente la acción popular 
como mecanismo para anular contratos estatales, dando solución definitiva a este 
problema.  
 
Aunado a ello, en el año 2011, se profiere la sentencia C-644 de 201135 por parte 
de la Corte Constitucional, quien al resolver una demanda de inconstitucionalidad 
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 Sobre la acción popular contra contrato estatal, Consejo de Estado, Sección Primera, sentencia 
de 19 de febrero de 2004, Rad. AP-559, M.P. Rafael E. Ostau de Lafont Pianeta. Sobre la 
naturaleza de la acción popular, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 18 de junio de 
2008, Rad. AP-618. 
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 Sentencia C- 644/11. Referencia: expediente D-8422. Demanda de inconstitucionalidad contra 
los artículos 140 (parcial) y 144 (parcial) de la Ley 1437 de 2011, “Por la cual se expide el Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo”. Actor: Wilson Ruiz Orejuela. 
Magistrado Ponente: Jorge Iván Palacio Palacio. Bogotá D. C., treinta y uno (31) de agosto de dos 
mil once (2011).  
 contra los artículos 140 y 144 de la Ley 1437 de 2011, dado que el accionante 
consideraba que los apartes demandados restringían el contenido y alcance de las 
acciones populares, pues a su juicio, traían consigo un trato discriminatorio por 
cuanto mediante acción popular podía dejarse sin efectos o anularse un contrato 
entre particulares que vulnere derechos colectivos, mientras que si se trataba de 
un contrato en el que aparecía como parte una autoridad pública, no se podía 
hacer. 
 
Dicha sentencia destaca los siguientes aspectos: 
 
“La expresión demandada adopta una solución que se distingue por permitir la 
conciliación de la existencia simultánea de dos medios judiciales de atacar la 
legalidad de un acto administrativo o de un contrato estatal, en un caso para 
obtener la nulidad, y en otro para lograr la protección de los derechos o intereses 
colectivos. 
 
“De esta manera, se establecen reglas claras orientadas a la protección de los 
derechos e intereses colectivos y, al mismo tiempo, se respeta celosamente el 
derecho fundamental al debido proceso y el acceso a la administración de justicia 
de quienes puedan verse afectados por la nulidad de un acto o un contrato estatal, 
por cuanto como lo ha señalado esta Corporación:  
 
“Corresponde a la noción de debido proceso, el que se cumple con arreglo a los 
procedimientos previamente diseñados para preservar las garantías que protegen 
los derechos de quienes están involucrados en la respectiva relación o situación 
jurídica, cuando quiera que la autoridad judicial o administrativa deba aplicar la ley 
en el juzgamiento de un hecho o una conducta concreta, lo cual conduzca a la 
creación, modificación o extinción de un derecho o la imposición de una obligación 
o sanción.  
 
 “En esencia, el derecho al debido proceso tiene la función de defender y preservar 
el valor de la justicia reconocida en el preámbulo de la Carta Fundamental, como 
una garantía de la convivencia social de los integrantes de la comunidad nacional. 
 
“Del contenido del artículo 29 de la Carta y de otras disposiciones conexas, se 
infiere que el derecho al debido proceso se desagrega en una serie de principios 
particularmente dirigidos a tutelar la intervención plena y eficaz del sujeto procesal 
y a protegerlo de la eventual conducta abusiva que pueda asumir la autoridad que 
conoce y resuelve sobre la situación jurídica sometida a su decisión. En tal virtud, 
y como garantía de respeto a dichos principios, el proceso se institucionaliza y 
normatiza, mediante estatutos escritos que contienen mandatos reguladores de la 
conducta de las autoridades administrativas o judiciales, encaminados a asegurar 
el ejercicio regular de sus competencias”36. 
 
“Encuentra esta Corporación que el segmento normativo controvertido por el 
demandante resulta acorde con los artículos 29 y 229 de la Constitución Política, 
toda vez que la expresión cuestionada del inciso segundo del artículo 144 de la ley 
1437 no desconoce el debido proceso judicial sino que por el contrario lo fortalece, 
como también clarifica los alcances que los jueces populares deben dar a sus 
sentencias, todo dentro del marco de la potestad de configuración normativa que 
tiene el legislador, sin que por esta razón se desconozcan el acceso a la 




“Entonces, el hecho que el legislador haya establecido en el artículo 144 de la Ley 
1437 de 2011 que el juez de la acción popular no puede decidir sobre la anulación 
de los actos administrativos y contratos estatales, en nada afecta el carácter 
principal o autónomo y no subsidiario de la acción. Se trata de una medida 
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 Sentencia C-214 de 1994. 
 legítima del órgano legislativo que busca armonizar la regulación legal de los 
distintos medios de control judicial de la administración al establecer que en este 
tipo de acciones no es procedente anular contratos o actos de la administración, 
en tanto que para ello están las acciones contencioso administrativas 
correspondientes, o medios de control, como los denomina la Ley 1437 de 2011 a 




“Contrario a lo estimado por el actor, el beneficio derivado de la adopción de las 
decisiones relativas a la nulidad de los contratos y los actos administrativos en las 
acciones populares, equivale al reconocimiento y respeto por las reglas del 
proceso establecido en la ley para adoptar decisiones respecto a la validez de los 
actos y contratos de la administración en juicios específicos, ya que a través de 
esta acción se reclama la protección de derechos que pueden ser desconocidos 





“El derecho de defensa de quien puede resultar afectado con la anulación de un 
contrato no se satisface simplemente con el hecho de que dicho afectado haya 
sido citado a la acción popular. El derecho al debido proceso implica ser juzgado 





“Estas razones soportan ampliamente la limitación expresa de las facultades del 
juez en las acciones populares introducida por la ley 1437 de 2011, de manera 
 que sin privar a los ciudadanos de este importante instrumento, se evite el 
desconocimiento del derecho al debido proceso (C. Po. art. 29), el cual está 
protegido con la expresión demandada, segmento que si bien prohíbe la anulación 
del acto o contrato de la administración, da al juez popular la facultad de adoptar 
las medidas que sean necesarias para hacer cesar la amenaza o vulneración de 
los derechos colectivos” 37. 
 
“El juez popular no cumple funciones jurisdiccionales como las que ejerce el juez 
administrativo cuando decide un conflicto entre el Estado y un particular en la que 
deba decidir si un acto administrativo o un contrato está afectado de alguna causal 
de nulidad, sino que aquí tiene el papel de garante de un derecho colectivo. Del 
mismo modo, el juez de la acción popular, antes que dedicarse a determinar quién 
debía proferir un acto o cómo debía celebrarse un contrato, debe adoptar las 
medidas materiales38 que garanticen el derecho colectivo afectado con el acto o 
                                           
37
 Sentencia T-446 de 2007: “Sin embargo cabe recordar, que si bien la acción popular puede 
adelantarse independientemente de la existencia de otros mecanismos de defensa judicial, para la 
protección de los derechos e intereses colectivos, tampoco se trata de acciones configuradas para 
desplazar los medios de defensa judicial ordinarios, dado que los bienes jurídicos que protege la 
acción constitucional son diferentes a aquellos que corresponden al juez ordinario; es decir, se está 
frente a mecanismos judiciales independientes con propósitos distintos y específicos. // En efecto, 
el juez constitucional de la acción popular tiene señalado por la Constitución y la ley su marco de 
acción para la protección de los derechos e intereses colectivos, pero ello no significa, como lo ha 
considerado esta corporación, que “a través de las acciones populares, se debatan y decidan 
controversias de tipo contractual, que tienen bien definidas las reglas que le corresponden y que 
son competencia de la jurisdicción de lo contencioso administrativo, conforme al estatuto 
contractual de la administración y al código respectivo”
37
. En igual sentido puede predicarse 
respecto de los casos que por efecto de la contratación deben debatirse y decidirse ante los jueces 
ordinarios conforme a la ley. //Sin embargo, lo anterior no obsta para que el juez de la acción 
popular aplique los remedios judiciales necesarios para proteger de manera efectiva los derechos e 
intereses colectivos que encuentre vulnerados. Sostener lo contrario implicaría que en 
determinadas situaciones la protección de tales derechos e intereses es inocua”. 
38
 El parágrafo del artículo 229 de la ley 1437 de 2011 ordena aplicar a estos procesos las medidas 
cautelares del nuevo estatuto, así: 
“Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos declarativos que se 
adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto admisorio de la demanda o en 
cualquier estado del proceso, a petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o 
Magistrado Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que considere 
necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad de la 
sentencia, de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo. 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento.  
Parágrafo. Las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad la defensa y 
 contrato, cuya forma no consiste precisamente en disponer su anulación39. 
 
De la anterior pauta jurisprudencial del Alto Tribunal Constitucional se infiere que 
la acción popular no fue diseñada por el legislador como mecanismo a través del 
cual el juez competente pueda decretar la anulación de un contrato estatal. 
 
Es así como siguiendo las directrices trazadas por la Corte Constitucional la 
Sección Segunda del Consejo de Estado en un reciente pronunciamiento40 
expresó que la mencionada sentencia de constitucionalidad tiene un carácter 
vinculante por lo tanto acoge la postura acerca de la improcedencia de la acción 
popular como mecanismo para la anulación de contratos estatales. 
 
En síntesis dijo lo siguiente:  
 
“Por lo anterior, a pesar de la dicotomía jurisprudencial en torno al asunto de la 
anulación de contratos estatales vía de acción popular, lo cierto es que al 
momento de ser proferida la decisión materia de acción de tutela (2 de noviembre 
de 2011) ya había sido emitida la sentencia C-644 de 2011, como se indicó. Así 
las cosas, según el carácter vinculante que ya fue expuesto frente a la ratio 
decidendi de las sentencias de constitucionalidad, se pude concluir, sin lugar a 
hesitación alguna, que el Tribunal Administrativo del Magdalena estaba obligado a 
acogerse a la determinación de la Corte que impide que mediante acción popular 
                                                                                                                                
protección de los derechos e intereses colectivos y en los procesos de tutela del conocimiento de la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se regirán por lo dispuesto en este capítulo y podrán 
ser decretadas de oficio”.  
39
 El juez de la acción popular puede adoptar disposiciones que garanticen los derechos colectivos 
involucrados, sin decretar su anulación. Puede examinar cuál es la situación de hecho que afecta 
el interés colectivo, determinar qué forma vulnera dicho interés y disponer acciones para que ella 
se suspenda y no vuelva a presentarse, sin anular el acto administrativo que la provoca o que la 
permite, como bien lo asegura uno de los intervinientes. 
40
 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección “A”. 
Consejero Ponente: Luis Rafael Vergara Quintero. Veintinueve (29) de marzo de dos mil doce 
(2012). Radicación Número: 11001-03-15-000-2012-00058-00(AC). Actor: Compañía Integral de 
Recuperación de Activos S.A. Accionado: Tribunal Administrativo del Magdalena. 
 se dejen sin efectos contratos estatales, y en consecuencia, dado el exhaustivo 
análisis que efectuó en esa sede, debió acompasar la orden a otro tipo de 
medidas cautelares que protegieran los derechos colectivos que encontró 
infringidos, bien confirmando lo dicho por el juez de instancia o diseñando sus 
propias medidas, pero, se repite, sin entrar a fulminar el contrato estatal suscrito 
hace más de diez años, pues de otra manera desconocería no sólo el 
procedimiento diseñado desde antaño por la ley para el efecto, y de contera, el 
término improrrogable para demandar los contratos estatales.  
 
“En ese estado de cosas, y retomando el análisis particular del caso concreto, 
cabe indicar que la sentencia que se estima desconocida por parte del Tribunal 
accionado, esto es, la C-644 de 31 de agosto de 2011, resolvió la demanda de 
inconstitucionalidad contra los artículos 140 (parcial) y 144 (parcial) de la Ley 1437 
de 2011, “Por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo”. 
 
“El aparte demandado del artículo 144 correspondió a aquel que en suma 
restringe al juez de la acción popular para que pueda anular el acto o el contrato 
administrativo, sin perjuicio de que pueda adoptar las medidas que sean 
necesarias para hacer cesar la amenaza o vulneración de los derechos colectivos 
cuando provenga de la actividad de una entidad pública, inclusive cuando la 
conducta vulnerante sea un acto administrativo o un contrato. En dicho 
pronunciamiento, la Corte encontró que el segmento demandado se ajusta a los 
artículos 29 y 229 de  la Constitución Política y en consecuencia, declaró su 
exequibilidad. 
 
“La Corte, en su ratio decidendi, efectuó un análisis de las características más 
esenciales de la acción popular, destacando que su estructura es especial y en 
ella no se plantean controversias entre partes que defiendan intereses subjetivos, 
pues su naturaleza es de protección de intereses colectivos, como bien lo indica 
 su nombre; reiteró que la acción popular no es improcedente ante la existencia de 
otros medios judiciales de defensa, y que la consagración legal de la restricción al 
juez de la causa para que anule actos o contratos estatales, no afecta su carácter 
de medio principal o autónomo, pues el legislador quiso reiterar que para esos 




“Precisó que el problema en torno a la discusión presentada desde antaño al 
respecto, surgió porque la propia Ley no señaló expresamente que la acción 
popular era un mecanismo subsidiario, empero la Ley 1437 de 2011 zanjó la 
discusión y permitió la existencia simultánea de dos medios judiciales para atacar 
la legalidad de un acto, de un lado, y para lograr la protección de derechos 
colectivos, de otro.  
 
“Es decir, la Corte expresó que de cualquier manera, desde la consagración de la 
acción popular por la Ley 472 de 1998, no se contempló expresamente la 




“No obstante, el legislador determinó que la preceptiva entraría en vigor el 2 de 
julio de 2012, hecho que no impide de manera alguna que sean acogidos los 
planteamientos de la Corte Constitucional en la sentencia que estudió la 
exequibilidad de un artículo contenido en una norma que aún no ha entrado en 
vigor, pues a partir de la publicación de la sentencia de constitucionalidad (31 de 
agosto de 2011, para el caso concreto) sus efectos se tornaron vinculantes dado 
el amplio criterio de la obligatoriedad de acoger la ratio decidendi de este tipo de 




“El juez popular, en estos casos, debe tener una visión integral del asunto, pues 
no sólo están involucrados derechos colectivos, sino los subjetivos del as partes 
involucradas en el contrato, incluyendo sus trabajadores. 
 
“En resumen, el desconocimiento de la cosa juzgada constitucional originada en 
juicios de control de constitucionalidad constituye una vía de hecho que hace 
procedente el amparo constitucional de la acción de tutela, pues sus efectos son 
erga omnes y obligan a todos los jueces sin distinción, de otra manera, se 
desconoce el derecho fundamental al debido proceso en su modalidad del 
acatamiento a las sentencias de control de constitucionalidad.  
 
“Los anteriores razonamientos, llevan a la Sala a conceder el amparo de los 
derechos fundamentales al debido proceso y el acceso a la administración de 
justicia, al haberse desconocido el precedente constitucional dictado por la Corte 
Constitucional. En consecuencia, se dejará sin efectos la sentencia de 2 de 
noviembre de 2011, en lo que contravenga el precedente constitucional en torno a 
la imposibilidad de anular contratos estatales mediante acción popular, para lo 
cual deberá acompasarse a la decisión de la Corte Constitucional la parte 
considerativa y resolutiva que no se encuentren en armonía con esta”. 
 
Concluyendo el tema la Sección Tercera41 del Consejo de Estado al decidir acerca 
de una eventual revisión de una sentencia donde se polemizaba acerca del tema 
objeto de estudio, señaló lo siguiente: 
 
“La Sección Tercera, en ejercicio de sus competencias, ha establecido una 
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 Consejo de Estado. sala de lo Contencioso Administrativo. Sección  Segunda. Consejero 
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 postura encaminada a permitir la interposición de acciones populares cuando en el 
desarrollo de la actividad contractual se encontraran amenazados o vulnerados 
derechos colectivos, indicando que el Juez de la acción puede adoptar todas las 
medidas necesarias para hacer cesar la amenaza o el perjuicio, pudiendo, 
inclusive, declarar la suspensión o nulidad del contrato. Sin embargo, este criterio 
no ha sido pacífico, pues en tales oportunidades se han presentado aclaraciones y 
salvamentos de voto, a través de los cuales se ha manifestado la inconformidad 
con dicha tesis, en consideración a la diferente naturaleza y finalidad de la acción 
popular y la acción contractual, así como a los distintos procedimientos previstos 
por el legislador en una y otra acción, por lo cual no es posible que el Juez 
constitucional invada el ámbito propio del litigio Contencioso Administrativo.  
 
“Entonces, el anterior estado de cosas permite concluir que la posibilidad de 
declarar la nulidad de contratos estatales a través de la acción popular ha 
presentado diferentes tratamientos y ha generado diversas posturas al interior del 
Consejo de Estado, por lo cual se hace necesario que esta Corporación se 
pronuncie en torno al tema puesto a consideración de la Sala, fijando un criterio 
razonado que no sólo defina el tema sino que se erija en parámetro interpretativo 
autorizado para los demás jueces que decidan asuntos de similar naturaleza. (…)  
 
“En este orden de ideas, resulta válido sostener que, bajo un marco objetivo y 
razonable, es necesario seleccionar el presente asunto para su eventual revisión 
en consideración a que la temática objeto de debate no ha tenido un tratamiento 
pacífico al interior de la jurisprudencia y ha suscitado diversas posturas no sólo al 
interior de la Corporación sino también en la Administración y en la academia. 
Adicionalmente, esta decisión resulta consonante con la especial protección 
Constitucional y legal de que gozan los derechos colectivos y, por lo tanto, se 
impone  efectuar un análisis serio y exhaustivo en torno a las medidas idóneas 
para su protección y los procedimientos establecidos por el ordenamiento jurídico 
para efectivizarlas. 
 “La presente acción también debe ser seleccionada para su eventual revisión en 
consideración a que, en el marco específico de esta acción constitucional, el 
Consejo de Estado no ha tenido oportunidad de pronunciarse respecto de a la 
aplicación de la figura de la prescripción extraordinaria, aun admitiendo la tesis 
según la cual bajo esta misma cuerda procesal puedan anularse contratos.  En 
efecto, se hace necesario estudiar la aplicabilidad de la referida figura cuando, a 
su vez, se solicita la protección de derechos colectivos cuya amenaza o 
vulneración tiene origen en la actividad contractual, pues se encuentran en pugna 
diversos derechos e intereses tanto particulares como generales, todos ellos 
objeto de protección constitucional, y, en consecuencia, reclaman una decisión 
que defina la forma como debe zanjarse la aludida tensión. Por los razonamientos 
anteriormente esbozados, se considera factible acceder a la selección invocada. 
 
“En este sentido, tal como se refirió en el Auto de 2 de diciembre de 2010, el 
objeto de este mecanismo es la unificación de jurisprudencia; razón por la cual, 
bajo dicho marco ha de revisarse nuevamente los argumentos expuestos por la 
parte interesada en el escrito de insistencia.  
 
“(…) 
“Siguiendo la misma línea argumentativa, es oportuno resaltar que la Ley 1437 de 
2011, “por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo”42, en su artículo 144 dispuso que cuando la 
vulneración de los derechos e intereses colectivos provenga de la actividad de una 
entidad pública, podrá demandarse su protección, inclusive cuando la conducta 
vulnerante sea un acto administrativo o un contrato, sin que en uno u otro evento, 
pueda el juez anular el acto o el contrato, sin perjuicio de que adopte las medidas 
que sean necesarias para hacer cesar la amenaza o vulneración de los derechos 
colectivos. 
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 De acuerdo con el artículo 308 de la Ley 1437 de 2011, el referido Código comenzará a regir el 2 
de julio de 2012. 
 “A su turno, la Corte Constitucional, a través de la sentencia C-644 de 2011 
declaró la exequibilidad de dicha norma. Entre tanto, mediante memorial allegado 
con posterioridad a la presentación del escrito de insistencia, CEDENAR afirma 
que la aludida Sentencia constituye un fundamento para acceder a su solicitud, 
pues “para la Corte Constitucional, no obstante la prevalencia de una de las 3 tesis 
en el seno de la Sección Tercera, no existe con anterioridad a la Ley 1437 de 
2011, claridad suficiente ni argumentos que impongan cualquiera de dichas tesis”. 
 
“Igualmente, la empresa accionada refiere que la Subsección A de la Sección 
Segunda de esta Corporación, mediante Sentencia de tutela de 29 de marzo de 
2012, concedió el amparo de los derechos fundamentales al debido proceso y el 
acceso a la administración de justicia, vulnerados por el Tribunal Administrativo del 
Magdalena en la Sentencia de 2 de noviembre de 2011, por desconocer el 
precedente constitucional contenido en la sentencia C-644 de 31 de agosto de 
2011. En consecuencia, dispuso dejar sin efectos la referida sentencia de 2 de 
noviembre de 2011, en cuanto no es viable anular contratos estatales mediante el 
ejercicio de la acción popular. En efecto, dicha decisión tuvo como fundamento los 
siguientes argumentos: 
 
“En ese estado de cosas, y retomando el análisis particular del caso concreto, 
cabe indicar que la sentencia que se estima desconocida por parte del Tribunal 
accionado, esto es, la C-644 de 31 de agosto de 2011, resolvió la demanda de 
inconstitucionalidad contra los artículos 140 (parcial) y 144 (parcial) de la Ley 1437 





“Es preciso indicar que la posición del Consejo de Estado al interior de las 
diferentes secciones no ha sido pacífica en cuanto a la facultad del juez de acción 
 popular para dejar sin efectos actos administrativos o contratos43.  Sin embargo, a 
raíz de la promulgación de la ley 1437 de 2011 se zanjó la discusión, impidiendo 
cualquier posibilidad al respecto, recogiendo la decisión más razonable de 
acuerdo a la finalidad de la acción popular, y ello tomó mayor fuerza a partir de la 
sentencia hito de la Corte Constitucional que definitivamente esclareció la 
situación.  
 
“No obstante, el legislador determinó que la preceptiva entraría en vigor el 2 de 
julio de 2012, hecho que no impide de manera alguna que sean acogidos los 
planteamientos de la Corte Constitucional en la sentencia que estudió la 
exequibilidad de un artículo contenido en una norma que aún no ha entrado en 
vigor, pues a partir de la publicación de la sentencia de constitucionalidad (31 de 
agosto de 2011, para el caso concreto) sus efectos se tornaron vinculantes dado 
el amplio criterio de la obligatoriedad de acoger la ratio decidendi de este tipo de 
pronunciamientos de la Corte. 
 
“Por lo anterior, a pesar de la dicotomía jurisprudencial en torno al asunto de la 
anulación de contratos estatales vía de acción popular, lo cierto es que al 
momento de ser proferida la decisión materia de acción de tutela (2 de noviembre 
de 2011) ya había sido emitida la sentencia C-644 de de 2011, como se indicó. 
 
“Así las cosas, según el carácter vinculante que ya fue expuesto frente a la ratio 
decidendi de las sentencias de constitucionalidad, se pude concluir, sin lugar a 
hesitación alguna, que el Tribunal Administrativo del Magdalena estaba obligado a 
acogerse a la determinación de la Corte que impide que mediante acción popular 
se dejen sin efectos contratos estatales, y en consecuencia, dado el exhaustivo 
análisis que efectuó en esa sede, debió acompasar la orden a otro tipo de 
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 El Consejo de Estado ha admitido la anulación de actos y contratos estatales, así como la 
posibilidad de suspender provisionalmente los actos, pero no discutir su legalidad, e incluso, la 
procedencia de la acción para el análisis de legalidad de aquellos. 
 medidas cautelares que protegieran los derechos colectivos que encontró 
infringidos, bien confirmando lo dicho por el juez de instancia o diseñando sus 
propias medidas, pero, se repite, sin entrar a fulminar el contrato estatal suscrito 
hace más de diez años, pues de otra manera desconocería el procedimiento 
diseñado desde antaño por la ley para el efecto y, de contera, el término 
improrrogable para demandar los contratos estatales”. 
 
“Se observa, entonces, que con posterioridad al Auto de 7 de diciembre de 2011, 
mediante el cual esta Sección negó la Selección para su eventual revisión de la 
Sentencia de 4 de mayo de 201144, suscrita por el Tribunal Administrativo de 
Nariño, se profirió la Sentencia de tutela antes citada, la cual se erige en un 
fundamento válido para reconsiderar la postura previamente adoptada y, en su 
lugar, atendiendo al requerimiento de establecer un criterio claro y unificado, 
acceder a la solicitud de insistencia invocada por CEDENAR”. 
 
En conclusión la discusión queda sellada al proferirse la Ley 1437 de 2011 y la 
sentencia C-644 de 2011, toda vez que estas definieron los parámetros que 
restringen totalmente la anulación de contratos estatales mediante la interposición 
de la acción popular, por lo tanto no hay lugar a más disquisiciones al interior del 
Consejo de Estado sobre este tema. 
 
Ahora bien, teniendo en cuenta lo anterior se consideró pertinente hacer las 
siguientes apreciaciones respecto del asunto en comento; de un lado sobre este 
aspecto se habían presentado serias divergencias en las posiciones 
jurisprudenciales, ya que a falta de regulación explícita en esta materia, y a falta 
de la exigencia legal del requisito de subsidiariedad, por vía de jurisprudencia se 
había dado solución a este problema.  
 
Es así, que en algunas sentencias del Consejo de Estado se había sostenido que 
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 Adicionada el 8 de junio de 2011. 
 el juez popular no tenía la competencia para anular el contrato que dio lugar a la 
vulneración de derechos colectivos, mientras que en otros fallos se había 
aceptado que podía hacerlo, siempre y cuando dichos contratos fueran la causa 
directa del daño generado.  
 
En este orden de ideas, como se explicó en párrafos precedentes el debate tuvo 
solución con la expedición de la Ley 1437 de 2011 conocido como Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, que en el artículo 
144 señaló que el Juez Contencioso no puede anular contratos estatales mediante 
acción popular, aunado a las consideraciones de la Corte Constitucional 
plasmadas en la sentencia de constitucionalidad C-644 de 2011, que reconoce 
que si bien el juez popular tiene la competencia para hacer cesar la amenaza o 
vulneración de los derechos colectivos, a través de órdenes concretas de hacer o 
no hacer, ésta debe diferenciarse de la competencia para anular el contrato que 
dio lugar a la vulneración de derechos colectivos, lo cual en la sentencia se 
defiende, afirmando que en estricto sentido jurídico, esta potestad le corresponde 
a un juez dentro de un proceso ordinario. Así lo mencionó recientemente Ernesto 
Matallana Camacho45:   
 
“Para dirimir esta controversia, el artículo 144 de la Ley 1437 de 2011 que en el 
artículo 3º de la Ley 1437 de 2011 reforma el Código Contencioso Administrativo 
limita al juez contencioso cuando obre como juez popular, de decidir sobre la 
nulidad de un acto administrativo o de un contrato cuando alguno de ellos vulnere 
o ponga en peligro un derecho colectivo, por lo tanto quedaría una prohibición 
legal para proceder de esta manera, así que quedaría radicada exclusivamente la 
competencia en el juez de lo contencioso a través de las acciones de nulidad, 
nulidad y restablecimiento del derecho y acción contractual para lo que nos ocupa, 
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 la competencia para anular contratos y actos administrativos, así con los mismos 
se estén vulnerando derechos de orden colectivo. Ello tiene su explicación en las 
competencias nuevas que se le otorgó al juez de lo contencioso cuando se le 
permite no sólo suspender provisionalmente actos administrativos, sino que se 
abre la posibilidad de suspender los efectos de la ejecución de un contrato, con lo 
cual se puede proteger de manera inmediata un acto o contrato que no sólo ponga 
en riesgo el ordenamiento, sino que a su vez se visualice su desvío de poder por 
parte del funcionario que interviene en cualquiera de los dos actos”. 
 
No obstante lo anterior, se consideró que existen argumentos válidos para 
sustentar la competencia del juez popular para anular un contrato estatal que dio 
lugar a la vulneración de un derecho colectivo. En primer lugar la supremacía 
constitucional46 de la acción popular, en cuanto se orienta a proteger derechos e 
intereses colectivos y públicos, frente a acciones judiciales ordinarias que se 
dirigen a proteger intereses individuales y privados. 
 
En segundo lugar, lo tocante con los principios de mayor celeridad y economía 
procesal, ya que las acciones populares duran bastante tiempo en ser resueltas, 
como para que al final los actores populares tengan que iniciar otras acciones 
judiciales ordinarias con el fin de obtener la nulidad del contrato estatal que dio 
lugar al daño colectivo. 
 
En tercer lugar el principio de la economía procesal, dado que se obviaría un 
desgaste a la administración de justicia al resolver todos los asuntos en una sola 
acción judicial. 
 
En último lugar, se presentará el escenario en que en algunas acciones populares 
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 Ibídem. “No se discute la importancia que, para la sociedad actual, revisten los derechos e 
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 sí es absolutamente necesario que el juez popular anule el contrato que dio origen 
al daño, para hacer cesar la amenaza o vulneración de los derechos colectivos, ya 
que dicho contrato es en sí mismo el que genera el daño, como se evidenció en 
los casos de protección de la moralidad pública. 
 
Al respecto, se trae a colación lo expuesto por Jorge Padilla Sundhein y Jean Paul 
Vásquez Gómez47, en los siguientes términos: 
 
“La Moralidad Administrativa: Es un derecho e interés colectivo muy importante 
dentro del ordenamiento jurídico Colombiano. En especial, en aquello que se 
refiere a los bienes jurídicos amparados dentro de las acciones populares frente a 
contratos estatales. 
 
“Y en virtud del cual, se ha entendido como el derecho que tiene la comunidad a 
que las actuaciones de los servidores públicos y de los particulares, se ajusten a 
los fines y competencias que se hayan consignadas en la Constitución y la Ley. 
 
“Es así que, luego de un agudo lineamiento jurisprudencial por parte del Consejo 
de Estado respecto a lo que debe entenderse por „moralidad administrativa‟, se ha 
precisado que sí bien éste derecho colectivo no se encuentra definido en la Ley 
472 de 1998, dado que al desarrollar las acciones populares y de grupo, 
sencillamente la citada disposición se limitó a reconocer su carácter colectivo en el 




“Así mismo, el artículo 40 de la Ley 472 de 1998 reconoce como acto de 
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 inmoralidad administrativa, por ejemplo, los sobrecostos en la contratación. Esa 
transparencia de la actividad del Estado implica, entre otros aspectos, el 
impecable manejo de los bienes y dineros públicos en beneficio de todos, y si 
todos somos los beneficiarios y por qué no, si constitucionalmente se tiene el 
deber de contribuir al financiamiento de los gastos e inversiones del Estado dentro 
de los conceptos de justicia y equidad (artículo 95), uno de los derechos 
correlativos es el de reclamar la debida transparencia en su manejo, puesto que 
es elemental que repugne a los asociados no sólo que se haya defraudado su 
confianza, sino que se hayan malversado sus fondos, porque suyos y para su 
beneficio son”. 
 
Por estas razones, se logró concluir que la nueva reglamentación contenciosa 
administrativa es demasiado estricta, y que la solución más correcta hubiese sido 
que el juez tuviera competencia para anular el contrato estatal, cuando éste fuera 
la causa directa e inmediata del daño y sea imperioso para hacer cesar la 
amenaza o vulneración de los derechos colectivos, así como el Dr. Alier Eduardo 
Hernández Enríquez48 lo señaló en el año 2003: 
 
“De manera que la aplicación de la figura estaría condicionada por la concurrencia 
de estas circunstancias: Que la existencia del contrato estatal amenace o viole un 
derecho o un interés colectivo; que aparezca probada una de las causales de 
nulidad absoluta previstas en el artículo 44 de la ley 80 en las que, dicho sea de 
paso, están incorporadas las causales del código civil y del código de comercio; 
que concurran al proceso las partes del contrato o sus causahabientes; que la 
entidad pública no haya ejercido, con antelación, la acción contractual con 
pretensiones que tengan también por objeto satisfacer la tutela del derecho o del 
interés colectivo de que se trate”. 
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 Así mismo se compartió el criterio del profesor Guillermo Sánchez Luque cuando 
dijo: 
 
“Carece de todo sentido, lógico y jurídico que el juez —cualquier juez— tenga 
competencia legal para declarar la nulidad absoluta de un contrato —de cualquier 
contrato—, incluso si es un contrato privado celebrado entre particulares; que 
idéntica potestad tenga el juez administrativo respecto de los contratos estatales 
en cualquier tipo de proceso; pero que, paradójicamente, en el único proceso en 
que le está vedado el ejercicio de tal atribución sea en el que nace de la acción 
popular, en el cual se discuten intereses públicos a los que la Constitución y la ley 
les otorgó una naturaleza especialísima, los distinguió con unas características 
preponderantes y los garantizó con mecanismos que colocó por encima de otras 
garantías destinadas a proteger otro tipo de intereses públicos y de intereses 
privados”49. 
 
Por ende, la actividad contractual no se encuentra excluida de la utilización de 
este medio de defensa judicial, máxime cuando a través de la misma se deben 
cumplir los principios de igualdad, transparencia, moralidad, eficacia, celeridad, 
imparcialidad y publicidad consagrados en el artículo 209 de la Constitución 
Política.  
 
3.2 BLOQUE DE CONSTITUCIONALIDAD 
 
Es importante dar un concepto preliminar sobre la concepción de las acciones 
populares en la doctrina colombiana:  
 
“las acciones populares son aquellas en las que cualquier persona perteneciente a 
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 un grupo de la comunidad, está legitimada procesalmente  para defender al grupo 
afectado por unos hechos comunes, con lo cual, simultáneamente protege su 
propio interés”50. 
 
Las acciones populares por su parte se han establecido como lo referencia la Ley 
472 de 1998 para: evitar el daño contingente, hacer cesar e peligro, la amenaza, la 
vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las 
cosas a su estado anterior” 
 
Corolario de lo anterior, las pretensiones que circunscriben las acciones populares 
se enmarcan precisamente en el artículo precedentemente citado y si se aplica 
una interpretación exegética únicamente podrá solicitarse en demanda popular las 
pretensiones esgrimidas en el Artículo 2 de la Ley en mención.  
 
Esta acción es netamente constitucional y encuentra su fundamento en el artículo 
88 de la C.N. y su bloque de constitucionalidad el siguiente: La declaración 
universal de los derechos humanos en su artículo 8, insta a los estados a 
promover un recurso efectivo para la efectividad de los derechos humanos.  
 
Se tiene además el Pacto internacional de derechos civiles y políticos de las 
naciones unidas, de 1966, así como el pacto Internacional de derechos 
económicos, sociales y culturales, en su artículo 2º común donde se establece que 
los Estados partes promoverán recursos judiciales efectivos, así como la 
Proclamación de Teherán en su numeral primero donde se establece que los 
estados partes deberán fomentar y alentar el respeto de los derechos humanos. 
Sumado al Protocolo adicional a la Convención Americana sobre derechos 
humanos en su artículo 2º que establece: “si el ejercicio de los derechos 
establecidos en el presente Protocolo no estuviera ya garantizado por 
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 4. CONCLUSIONES 
 
- Así exista la amenaza o vulneración a los derechos colectivos por la ejecución 
de un contrato estatal, no es la acción popular el mecanismo idóneo o procedente 
para lograr la anulación de estos contratos para de esta forma garantizar la 
protección colectiva.  
 
- Con los pronunciamientos recientes del consejo de estado, se evidencia una 
total disposición a eliminar la acción popular del ordenamiento jurídico, es decir, 
hacerla lo más ineficaz posible.  
 
- Con esta última postura unificadora del Consejo de Estado se deja desprovisto 
de control ciudadano la actividad contractual del estado.  
 
- Lo anterior no significa que entre la acción popular y la acción de controversias 
contractuales consagrada en el artículo 141 del CPACA exista identidad, cosa 
diferente es que la Administración con la celebración y ejecución de contratos 
pueda vulnerar derechos colectivos como la moralidad administrativa o el 
patrimonio público, situación en la cual, la puesta en movimiento del aparato 
judicial no persigue la protección de derechos subjetivos sino la defensa de 
intereses o bienes jurídicos cuya titularidad corresponde a la comunidad.   
 
- Se afirmó que la acción popular se trata de un mecanismo procesal autónomo 
y principal, pues a diferencia de lo que ocurre con la acción de tutela, no está 
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